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La presente investigación tuvo como objetivo general: establecer que criterio objetivo 
determina cuáles son aquellos delitos contra la administración pública más graves que 
tienen carácter imprescriptible, tanto para funcionarios o servidores públicos como 
para particulares, ello a afecto de delimitar que delitos tiene los “supuestos más 
graves” ya que en la ley no se especifica. Se aplicó una metodología de diseño no 
experimental y un tipo de investigación descriptiva, cuya población estuvo conformada 
por operadores de la fiscalía especializada en delitos de corrupción de funcionarios, 
contrastadas con una muestra de 12 fiscales provinciales, adjuntos y asistentes de la 
fiscalía. Finalmente, en la encuesta realizada a los fiscales provinciales y adjuntos se 
puede observar que el 100% de la población conoce los aspectos típicos y doctrinarios 
acerca de los delitos contra la administración pública pero asimismo el 92% de la 
población no ha podido especificar cuáles son los “delitos más graves” que tendrían el 
carácter de imprescriptibilidad, pues la norma en ese sentido no es clara. 
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The general objective of this research was to establish which objective criterion 
determines which are the most serious crimes against the public administration that 
have an imprescriptible character, both for public servants and private individuals, in 
order to delimit which crimes have the "most serious "since the law is not specified. A 
non-experimental design methodology and a type of descriptive research were applied, 
whose population was made up of officials from the public prosecutor's office 
specializing in corruption of officials, contrasted with a sample of 12 provincial 
prosecutors, deputies and assistant prosecutors. Finally, in the survey carried out by 
provincial and deputy prosecutors it can be observed that 100% of the population 
knows the typical and doctrinal aspects of crimes against public administration, but 
also 92% of the population has not been able to specify which are the "most serious 
crimes" that would have the character of imprescriptibility, because the norm in that 




















   1.1. Situación problemática  
 La corrupción en el Perú ha existido desde tiempos antiguos y siempre ha sido un 
problema en nuestra sociedad, pero en los últimos años cada día la corrupción, en todos 
los niveles, ha aumentado pese a que existen normas sancionadoras que castigan a los 
que cometen estos tipos de delitos, sin embargo, la corrupción continúa calando los 
cimientos sobre los cuales se rige nuestra sociedad, hecho que se ve reflejado en 
nuestros días con los casos de corrupción de los diferentes funcionarios, servidores 
públicos y particulares que han salido a la luz.   
    Como respuesta al incremento de aquellas actividades, el 20 de agosto fue 
publicado la Ley N° 30650 que reforma el artículo 41 de la Constitución Política del 
Perú en la parte infine: “El plazo de prescripción de la acción penal se duplica en casos 
de los delitos cometidos contra la administración pública o el patrimonio del estado, 
tanto para los funcionarios o servidores públicos como para los particulares. La acción 
penal es imprescriptible en los supuestos más graves, conforme al principio de 
legalidad”. 
    Advirtiendo lo apuntado, la expresada ley hace mención a la imprescriptibilidad 
de la acción penal en supuestos de comisión de delitos contra la administración más 
graves, pero no específica cuales son los “supuestos más graves” dado que solo indica 
“conforme al principio de legalidad”, por ende existe una imprecisión y dicha ley no es 
clara. 




Mediante la Asamblea Constituyente que fue aprobada vía referéndum el 28 de 
septiembre del 2008, establece en su artículo 233 que, Las servidoras o servidores 
públicos y los delegados o representantes a los cuerpos colegiados de las instituciones 
del Estado, estarán sujetos a las sanciones establecidas por delitos de peculado, 
cohecho, concusión y enriquecimiento ilícito. La acción para perseguirlos y las penas 
correspondientes serán imprescriptibles y, en estos tipos de casos, los juicios iniciarán y 
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continuarán incluso en ausencia de las personas acusadas. Estas normas también se 
aplicarán a quienes participen en estos delitos, aun cuando no tengan las calidades antes 
señaladas (Pág. 7)  
 
Venezuela  
La Constitución de Venezuela, promulgada el 20 de diciembre de 1999, establece 
en su artículo 271 primer párrafo que, no prescribirán las acciones judiciales dirigidas a 
sancionar los delitos contra los derechos humanos, o contra el patrimonio público o el 
tráfico de estupefacientes (Pág. 7). 
 
Argentina  
En julio de 1997, la Cámara de Diputados emitió dictamen favorable a un 
proyecto de ley sobre ética pública, que planteaba la reforma de diversos artículos del 
Código Penal para incrementar las penas de los delitos existentes, incorporar nuevos 
tipos penales, e imponer la imprescriptibilidad de los delitos de corrupción.  
En marzo del 2008, los diputados Nora Ginzburg, Marcelo Amenta, Christian 
Gribaudo y Julian Obligio presentaron el proyecto de ley Nro.  0821-D-2008 planteando 
la imprescriptibilidad de la acción penal  cuando se tratare de un delito cometido en 
fraude a la administración pública y de los delitos de cohecho y tráfico de influencias, 
malversación de caudales públicos, negociaciones incompatibles con el ejercicio de las 
funciones públicas, exacciones ilegales, enriquecimiento ilícito de funcionarios y 
empleados y prevaricato (Pág. 8). 
 
Bolivia  
En abril de 2006, el Poder Ejecutivo presentó el proyecto de ley Lucha contra la 
Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga 
Santa Cruz”. El mencionado proyecto contempla la imprescriptibilidad en los casos de 
corrupción, enriquecimiento ilícito y delincuencia económica financiera. 
En la discusión en la Cámara de Diputados se convino en la necesidad de declarar 
la imprescriptibilidad de los delitos de organización criminal, peculado, peculado 
culposo, malversación, cohecho pasivo propio, uso indebido de influencias, beneficios 
en razón del cargo, omisión de declaración de bienes y rentas), negociaciones 
incompatibles con el ejercicio de funciones públicas, concusión, exacciones, 
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prevaricato, cohecho pasivo del juez, consorcio de jueces y abogados, negativa o retardo 
de justicia, contratos lesivos al Estado, conducta antieconómica e infidencia económica, 
por tratarse de hechos punibles que atentan contra el patrimonio del Estado - Proyecto 
de ley Nro. 430/2006-2007 (Pág. 8). 
 
México  
En diciembre de 2007, el diputado Gerardo Vargas presentó un Proyecto de 
imprescriptibilidad de los delitos cometidos por servidores públicos y de creación del 
Observatorio Ciudadano contra la Corrupción.  Así, vía la modificación al Código Penal 
Federal, planteaba la no prescripción de los delitos de ejercicio indebido de servicio 
público, abuso de autoridad, desaparición forzada de personas, coalición de servidores 
públicos, uso indebido de atribuciones y facultades, concusión, intimidación, ejercicio 
abusivo de funciones, tráfico de influencia, cohecho, peculado y enriquecimiento ilícito 
(Pág. 8-9). 
1.2. Formulación del problema 
¿Qué criterio objetivo determina cuales son los delitos imprescriptibles más 
graves contra la administración Pública según lo establecido en la parte in fine de la ley 
N° 30650? 
1.3. Hipótesis 
En la presente investigación se plantea como hipótesis que resulta necesario 
establecer en la ley N° 30650 – Ley de reforma del artículo 41 de la Constitución 
Política del Perú,  cuales son estos delitos o en que se basan para consideren “delitos 
más graves”,  ya que no se especifica, esto ayudará a que no haya confusiones y así los 
casos de corrupción sean sancionados de una manera adecuada aunque transcurra el 
tiempo, por ende los jueces sancionarían de una manera adecuada y no sería a libre 
albedrío de cada uno y existiría parámetro al sentenciar. Se consideraría la pena para 
poder especificar cuáles serían los llamados “delitos más graves”.  Siendo así se plantea 
que “los delitos más graves” contra la administración pública serían los delitos que 






       Objetivo general  
 
- Establecer que criterio objetivo determina cuáles son aquellos delitos contra la 
administración pública más graves que tienen carácter imprescriptible, tanto 
para funcionarios o servidores públicos como para particulares. 
 
      Objetivos específicos 
- Analizar la imprescriptibilidad de los delitos contra la Administración Pública 
- Revisar el artículo 41 de la Constitución Política del Perú  




Es así que la investigación se justifica, debido a que nos permitirá abordar el 
estudio de instituciones jurídicas relevantes del derecho como lo es el caso de la 
prescripción de la acción penal, dado que aquella limita la acción punitiva del Estado, la 
que se contrastará con la relevancia que tienen los delitos contra la administración 
pública, por ende, establecer cuáles son los delitos más graves que tienen carácter 
imprescriptible, resulta relevante pues de lo contrario, la aplicabilidad de la Ley 30650. 
 
Los casos de corrupción en la administración pública día a día va en aumento, y 
no es novedad que los tecnicismos legales se dirigen a la búsqueda de la impunidad, que 
en algunos casos se debe a la existencia de vacíos legales, pues esto último ha servido 
para que tanto los servidores públicos como funcionarios públicos además de 
particulares se aprovechen y logren evadir la responsabilidad penal que se les atribuye y 
que materialmente les alcanza. Evitar tal hecho social dentro del contexto penal 
constituye una de las razones que motiva el presente trabajo de investigación, pues a 
través de sus resultados se responde a aquella necesidad de esclarecer la norma jurídica 
oscura para de ese modo cubrir todos los parámetros que la norma no estableció con 




Dentro de aquel contexto, coexiste un principio en el derecho penal que es el 
denominado principio de proporcionalidad, el cual permite dosificar, según el bien 
jurídico protegido, que delitos son más graves que otros, y en base a ello establecer que 
penas le son atribuibles, de ese modo, los delitos con menos consecuencia lesiva, 
tendrán penas bajas, y los delitos con mayor índice de afectación al bien jurídico 
protegido tendrán proporcionalmente penas más altas debido a la relevancia de la acción 
y la gravedad del hecho. 
1.6. Antecedentes de investigación 
Aguilera (2016) en su investigación referente a la teoría de la unidad del título y la 
persecución y represión penal de los delitos especiales cometidos por corrupción de 
funcionarios; señala en la realidad problemática actual, que, los delitos comprendidos en 
este título deben estar vinculados al modelo de Estado constitucionalmente definido, y 
han de situar el punto de referencia no en el cumplimiento de los deberes propios del 
cargo, sino en el buen desempeño de la administración pública y, en cada caso concreto, 
verificar la lesividad dirigida a los distintos objetos de protección que tal bien jurídico 
englobe. 
  
La investigación realizada por el autor tuvo como objetivo general determinar de 
qué manera la teoría de la unidad del título de imputación aplicada al momento de 
calificar la autoría y participación en los delitos especiales se expresa en la persecución 
y represión penal en los delitos cometidos por corrupción de funcionarios públicos, ello 
a fin de identificar las deficiencias jurídico dogmáticas que presenta la aplicación de la 
teoría de unidad del título de imputación para calificar la autoría y participación del 
intraneus y el extraneus en los delitos especiales infringidos por funcionarios públicos a 
la luz de la doctrina nacional y comparada y del aporte de la experiencia de especialistas 
en la materia, con la finalidad de proponer la aplicación de una nueva teoría como lo es 
la infracción del deber, que se traduciría en una calificación jurídica basada en 
argumentos dogmáticos sólidos que permitan tanto a fiscales como a investigados y 
abogados defensores conocer los alcances de ésta institución penal de manera cierta y 




Vigil (2012), en su investigación referente al problema de la inconsistencia 
normativa en la lucha contra la corrupción administrativa en el Perú; hace mención que 
la corrupción está vinculada a establecer que sujetos son capaces de realizar conductas 
corruptas, sin embargo, para que un acto de corrupción se materialice, es importante la 
suma de una serie de factores que permitan que un acto se configure como tal, sumatoria 
que incluso no ha sido tomada en cuenta ni en la producción normativa, ni en las 
iniciativas generadas en torno a la lucha contra la corrupción. 
 
 
Bielsa, señala que un acto de corrupción implica necesariamente el rompimiento o 
quebrantamiento de reglas existentes respecto al ejercicio de un cargo o función, 
apuntando que contrariamente a lo que comúnmente se suele expresar por parte de 
diversos actores vinculados a la discusión del problema de la corrupción (políticos, 
teóricos, periodistas, entre otros) cuando sostienen que para que exista un corrupto debe 
existir un corruptor es falso, sencillamente porque como se ha visto, las manifestaciones 
de corrupción no requieren la interacción de dos o más sujetos, un claro ejemplo de esto 
último es el caso del desvío de fondos públicos o el mal uso de recursos y bienes 
asignados para el desempeño de un cargo función, en la que el comportamiento 
unilateral de una persona puede configurar un acto de corrupción. Por lo cual, se tomó 
posición respecto a que la configuración de un acto de corrupción requiere por lo menos 
la acción u omisión de una persona que ejerza un cargo con atribuciones para hacer uso 
de bienes o discrecionalidad para ejercer diversas potestades, entre las que se pueden 
señalar la regulación de actividades, la autorización de procedimientos, entre otras.  
 
En dicha investigación se llegó a la conclusión que la ausencia de interiorización 
de los conceptos vinculados al control gubernamental, genera errores de percepción y 
aplicación de las normas por parte de los operadores principales en la lucha contra la 
corrupción, debilitando cada vez más la capacidad fiscalizadora de los titulares de las 
entidades y el personal que las conforman; así también, que la corrupción administrativa 
no es un problema de normas, es un problema de actitud personal y por lo tanto es 
indispensable no sólo fomentar principios de ética, transparencia, entre otros, al interior 
de las instituciones de la administración pública, sino también, sensibilizar a la 




 Palacios (2014) en su proyecto de investigación referente al tema de los delitos de 
corrupción de funcionarios en el Perú y su repercusión en la economía del país, hace 
mención que la problemática actual de la corrupción administrativa en nuestro país 
existe desde hace años y conforme transcurre el tiempo las sociedades van avanzando. 
Aseverando que este tipo de delitos varía según las circunstancias de tiempo, lugar y 
evaluación moral del acto ilícito cometido.  
 
Refiere también, que en nuestro país, los gobernantes pretenden quedarse más 
tiempo posible en el poder motivados por sus intereses particulares y no los del pueblo; 
estos son signos de corrupción que producen un total atraso moral, ético, social y 
económico, además de reflejar una mala imagen del país, dentro y fuera del territorio 
peruano. El proyecto de investigación tuvo como objetivo general analizar la corrupción 
de funcionarios y sus efectos en el desarrollo económico en nuestro país a fin de 
identificar las causas y consecuencias de la corrupción administrativa, así como su 
impacto sociocultural y determinar cómo enfrentar la corrupción en el sector público, 
así como las dificultades para enfrentarlas. 
 
 Mavila (2012) en su investigación referente a la corrupción en el poder judicial 
como parte del sistema de justicia en la década de 1990-2000: estudio crítico sobre las 
aproximaciones acerca de su naturaleza y solución, señala que en la problemática actual 
confluyen tres acontecimientos que posibilitan la aparición de actos de corrupción, los 
mismos que pueden variar de acuerdo con cada realidad. En el caso peruano, se podría 
hablar de factores formales, factores culturales y, de factores materiales. Entre los 
factores formales coexisten la falta de una clara delimitación entre lo público y lo 
privado; la existencia de un ordenamiento jurídico inadecuado a la realidad nacional; y 
la inoperancia práctica de las instituciones públicas. 
 
La expresada investigación tuvo como objetivos generales, demostrar la 
importancia que tiene el conocimiento integral de la corrupción en el Poder Judicial 
como parte del sistema de justicia para el desarrollo de estrategias adecuadas que 
enfrenten los mecanismos de corrupción utilizando políticas reactivas y preventivas, 
concluyendo  que, el tratamiento de la corrupción en el sistema de justicia no contiene 
un diagnóstico integral que comprenda la naturaleza del problema desde la experiencia 
de todos los operadores de éste ni es parte de un Plan Nacional de Ética Pública 
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gubernamental, asimismo concluye que la lucha anticorrupción debería incluir un 
análisis que abarque  tanto a la sociedad como al sistema de justicia, toda vez que la 
sociedad tiene que estar imbuida de nuevos valores éticos como presupuesto 
fundamental para afrontar la corrupción.  
 
De La Sierra (2009) en su investigación referente a la corrupción política en 
democracia y la confianza señala que la corrupción de antes y hoy es uno de los 
problemas que enfrenta la gestión pública en el constante ejercicio del poder en 
Guatemala y en todo el mundo. Señala que, en los últimos 45 años de gobiernos 
represivos y autoritarios, se ha perfilado una estructura gubernamental, que ha permitido 
la distribución de privilegios y beneficios  de carácter privado de la gestión pública, 
asimismo señala que uno de los resultados de la política contrainsurgente, desarrollada 
en Guatemala en los años sesenta, a parte de la gran cantidad de violaciones a los 
derechos humanos, genocidios, muertes, etc., también llevó con ello el desarrollo 
amplio y abierto de la corrupción; tanto funcionarios civiles como militares  en el poder, 
debido a que inician una acumulación de bienes,  como consecuencia del desarrollo de 
sus funciones en cargos de Gobierno. Este precedente sirvió de base para consolidar la 
corrupción y en la misma forma se consolida la doctrina militar de carácter autoritario. 
Y que el fenómeno de la corrupción no es exclusivo solo de entidades gubernamentales 
sino también de entidades privadas que también afectan al bien común.  Lo que ha 
evidenciado que el Estado por acción u omisión, se constituye en parte, ya que dicha 
actitudes manifiestan su incapacidad de control, seguimiento y sanción de las personas 
responsables de actos de corrupción.   
 
El autor concluye que la corrupción, es un fenómeno que tiene sus causas en los 
espacios de discrecionalidad de los funcionarios públicos, la impunidad, los trámites 
administrativos burocráticos y oscuros, los controles administrativos ineficaces, la poca 
credibilidad de la población en sus órganos de gobierno y de administración de justicia 
y la inaplicación del principio de legalidad, que produce un daño social grave porque 
afecta los intereses de la generalidad, pues los sujetos de la corrupción provocan daños a 
la economía, a la justicia y a la credibilidad en el sistema.  
 
Santos (2016) en su investigación referente al delito de peculado de uso por 
servidores y funcionarios del gobierno regional y municipalidad provincial de Huánuco, 
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señala en su problemática que por ser un tipo penal poco tratado dentro la problemática 
social, es minimizado en el espacio de su repercusión, es así que los servidores y 
funcionarios públicos aún no se han concientizado que este delito tiene una sanción de 
hasta 04 años de pena privativa de la libertad dentro de nuestra legislación penal actual 
y que también va acompañado de la inhabilitación en sus funciones, hecho que genera 
que su incidencia sea mayor en diferentes partes del país.  
 
La investigación tuvo como objetivo general identificar las causas que influyen en 
la comisión del delito de peculado de uso por los servidores y funcionarios públicos que 
laboran en el Gobierno Regional y Municipal Provincial de Huánuco – 2015, 
concluyendo que: 1°) las causas que influyen en la comisión del delito de peculado de 
uso serían las siguientes: la falta de control de los bienes del Estado, el desconocimiento 
del uso correcto de los bienes del Estado y la poca importancia sobre la gravedad de la 
comisión del delito de Peculado de Uso; 2°) los servidores y funcionarios públicos del 
Gobierno Regional y Municipalidad Provincial de Huánuco no tiene conocimiento 
sobre la labor del Estado en el control de los bienes destinados a los servidores y 
funcionarios públicos, porque no existen servidores y/o funcionarios públicos 
encargados exclusivamente al control riguroso de dichos bienes del Estado. 
 
Pariona (2011) en su investigación referente al delito de peculado como delito de 
infracción del deber esboza como situación problemática que se ha pretendido una 
modernización del Derecho Penal Peruano a través de los cambios regulados por la Ley 
Nº 29703 de fecha 10 de Junio de 2011, en donde se ha propendido a coordinar el 
sistema legal con los principios constitucionales y político criminales, buscando evitar 
excesos e intromisiones del derecho penal en esferas que no son de su competencia, 
dado que vivimos en un Estado social y democrático de Derecho y son inaceptables 
políticas intervencionistas, donde funciones el derecho penal como mecanismo de 
primera ratio, y entender la sociedad como un sistema autopoiético, en aplicación de un 
derecho penal del enemigo, cuando la evolución social, política y cultural exige una 
vuelta a los principios liberales del Derecho Penal.  
 
Precisa el autor que se debe luchar contra la corrupción pero no mediante 
propuestas insensatas que generaría un precedente de flexibilización de garantías que 
podrían afectar posteriormente a los ciudadanos, sin perjuicio de establecer sanciones 
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proporcionales. En dicha investigación se concluye que la definición del bien jurídico 
del Peculado en el Código Penal Peruano asume la teoría dual, conforme lo expresa 
Manuel Abanto Vásquez es el patrimonio de la Administración Pública entendido de 
manera funcionarial. Se entiende como la correcta gestión y utilización del patrimonio 
público por parte de la Administración Pública dedicada a servir los intereses generales 
de la sociedad; que, el funcionario público del delito de Peculado tanto doloso como 
culposo será el funcionario o servidor público, sin distinción, que reúne las 
características de relación funcional exigidas por el tipo penal.  
 
La investigación sugiere una propuesta referida al delito de peculado doloso: En la 
norma penal peruana, ambas modalidades de peculado (apropiarse y utilizar) es de igual 
contenido de ilicitud, pese a que son obvias las diferencias si las apreciamos desde una 
perspectiva patrimonialista o de salvaguarda del derecho de propiedad del ente público; 
esto implica reconocer un exceso en la penalización de esta modalidad de peculado, 
afectando el principio de proporcionalidad frente a la cantidad de injusto penal, motivo 
por el cual debe tener un tratamiento distinto en cuanto a penalidad. 
 
1.7.  Marco Teórico 
          1.7.1. La Imprescriptibilidad 
 
                  1.7.1.1. Concepto 
La Ley 30650 establece: Artículo único. Modificación del artículo 41° de la 
Constitución Política del Perú (…) Modifícase el cuarto párrafo del artículo 41° de la 
Constitución Política del Perú, conforme al texto siguiente: 
“Artículo 41°.- Los funcionarios y servidores públicos que señala la ley o que 
administran o manejan fondos del Estado o de organismos sostenidos por éste deben 
hacer declaración jurada de bienes y rentas al tomar posesión de sus cargos, durante su 
ejercicio y al cesar en los mismos. La respectiva publicación se realiza en el diario 
oficial en la forma y condiciones que señala la ley. 
Cuando se presume enriquecimiento ilícito, el Fiscal de la Nación, por denuncia 
de terceros o de oficio, formula cargos ante el Poder Judicial. 
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La ley establece la responsabilidad de los funcionarios y servidores públicos, así 
como el plazo de su inhabilitación para la función pública. 
El plazo de prescripción de la acción penal se duplica en caso de los delitos cometidos 
contra la Administración Pública o el patrimonio del Estado, tanto para los funcionarios 
o servidores públicos como para los particulares. La acción penal es imprescriptible en 
los supuestos más graves, conforme al principio de legalidad”. 
 
Como se aprecia, el mencionado artículo incorpora la expresada 
imprescriptibilidad en los delitos Contra la Administración Pública.   
Para poder entender que es la imprescriptibilidad debemos de partir de su 
antepuesto, es decir la prescripción, al respecto Daza-Márquez y Tania-Milena (2010) 
señalan que  es una institución jurídica de regulación legal, en virtud de la cual se 
adquieren o se extinguen derechos por haberse agotado el término fijado por la ley (p. 
435), por ende se entiende por imprescriptibilidad a todo lo contrario, es decir que no 
obstante el transcurso del tiempo, no se extinguen ni los derechos ni las acciones. 
 
Por seguridad jurídica y de certeza de las relaciones jurídicas, es la 
prescriptibilidad la regla general en los diferentes procesos, por lo cual su antepuesto es 
la excepción, empero de ninguna manera la imprescriptibilidad es inconstitucional, pues 
ella es aplicada en aras de garantizar bienes de orden superior, como lo es el caso de la 
política criminal del Estado frente a los fenómenos sociales de desvalor y 
desconfiguración del sistema legal y constitucional donde el Estado no puede permitir 
que se pase por alto una debida sanción tan solo por el transcurso del tiempo, como 
ocurre por ejemplo con la acción penal en los delitos de crímenes contra la humanidad y 
crímenes de guerra, pues en éstos casos se protege la humanidad y los derechos de las 
víctimas, sucediendo lo mismo con los delitos que afectan el bien jurídico protegido 
tutelado por los delitos  contra la administración pública.   
 
La selectividad de determinadas conductas, como jurídico-penalmente relevantes, 
obedece a un presupuesto material, nos referimos la lesividad, la lesión o la puesta en 
peligro de bienes jurídicos, como el fundamento material, que legitima la intervención 
del Derecho penal en la esfera de libertad de los ciudadanos; sin embargo, es de verse 
también, que la lesividad social del principio de lesividad (nullum crimen sine nuria), 
reposa sobre el principio de fragmentariedad, en tal merced sólo deben ingresar al 
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ámbito de punición, aquellos comportamientos que manifiestan ámbitos intolerables de 
convivencia. 
 
Peña (1988) señala: La prescripción en derecho penal consiste en la extinción de 
la responsabilidad penal por el transcurso del tiempo; este es un factor determinante: 
fijar o no la sanción penal o el cumplimiento de la pena. (Pag. 324).  
 
Lo cierto, es que la procedencia de la prescripción impide que el Estado ejerza una 
de sus funciones más importantes a saber, en cuanto a la materialización del ius 
puniendi estatal, sobre todos aquellos, que con su proceder antijurídico, han lesionado o 
puesto en peligro, los bienes jurídicos fundamentales, tanto del individuo como de la 
sociedad; siendo que de su sustentación programática, su validez en injustos sumamente 
graves -como los delitos de lesa humanidad, así como los delitos cometidos por altos 
funcionarios del Estado- está siendo duramente cuestionada, de porqué, se debe cesar 
con la facultad persecutoria ante agentes delictivos que han cometido los más horrendos 
crímenes o por aquellos que aprovechándose de la función pública encomendada, han 
defraudado los intereses del colectivo, en cuanto plataforma social, sobre la cual se 
asienta y encamina toda la labor de la Administración Pública, lo cual se ha visto 
reflejado por la incorporación de la Ley 30650 que invoca la imprescriptibilidad pero de 
los supuestos más graves, debiendo entonces despejar cuales son aquellos supuestos. 
 
El Tribunal Constitucional en sentencia expedida en el Expediente N° 1805-2005-
HC/TC sobre la prescripción indica:  
“6. La prescripción, desde un punto de vista general, es la institución ju-
rídica mediante la cual, por el transcurso del tiempo, la persona adquiere 
derechos o se libera de obligaciones, y, desde la óptica penal, es una 
causa de extinción de la responsabilidad criminal fundada en la acción 
del tiempo sobre los acontecimientos humanos o la renuncia del Estado al 
ius punendi, en razón de que el tiempo transcurrido borra los efectos de 
la infracción, existiendo apenas memoria social de la misma.(...) 
11. De acuerdo con lo establecido en la ley penal material, la 
prescripción 
es un medio para librarse de las consecuencias penales y civiles de 
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una infracción penal o una condena penal por efecto del tiempo y en 
las condiciones exigidas por la ley. 
Por consiguiente, la prescripción igualmente constituye un supuesto de 
extinción de la acción penal tal como I o prevé el artículo 78.1 del 
Código Penal, y la norma material reconoce también la prescripción de la 
ejecución de la pena (artículo 85.1). 
     12. Así, la primera prescripción, llamada de la persecución penal, está 
referida a la prohibición de iniciar o continuar con la tramitación de un 
proceso penal, en tanto que por la segunda, llamada de la ejecución 
penal, se excluye la ejecución de una sanción penal si ha transcurrido 
un plazo determinado, de lo cual se infiere que la prescripción del de- 
lito extingue la responsabilidad penal, en tanto que la prescripción de 
la pena lo que extingue es la ejecución de la sanción que en su día fue 
decretada", cuyo plazo según lo expone en el artículo 86° del Código 
Penal, se contará desde el día en que la sentencia condenatoria que- 
do firme.” 
 
Retomando el tema de la imprescriptibilidad y para culminar con éste ítem, se 
entiende que si la prescripción es una forma de extinción de la acción penal, su 
contrario, esto es, la imprescriptibilidad, supone el ejercicio tanto de la acción penal 
como de la acción punitiva del Estado en cualquier momento y de forma indefinida, que 
solo con el fallecimiento del imputado extingue, pues mientras subsista el agente 
infractor, la acción penal también subsiste.   
 
1.7.1.2. Antecedentes nacionales de la imprescriptibilidad  
En su artículo de Ronald Gamarra Herrera y Jacqueline Pérez Castañeda hacen 
mención a la Iniciativa Nacional Anticorrupción: 
 
- El grupo Iniciativa Nacional Anticorrupción (INA), creado por Resolución 
Suprema Nro. 160-2001-JUS del 11 de abril de ese año, propuso como parte de la 
institucionalización de la lucha contra la corrupción la reforma de la normatividad 
y acción internacional, planteando de manera específica “la promoción de los 
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principios de imprescriptibilidad y jurisdicción internacional en materia de delitos 
contra la corrupción. 
 
- En febrero del 2004, durante el periodo del presidente Alejandro Toledo, el 
entonces presidente del Consejo de Ministro, Carlos Ferrero; propuso algunas 
medidas para la lucha contra la corrupción, entre los cuales señala, una 
propuesta de reforma constitucional, proponiendo que el artículo 41 de la 
Constitución Política de Perú sea modificado para los delitos cometidos por 
funcionarios públicos contra el patrimonio del Estado propendiendo con ello a 
su imprescriptibilidad que es la que precisamente se ha producido con la ley 
30650. 
 
-  En el 2006, el proyecto de Plan Nacional de Lucha contra la Corrupción creado 
por el ministro de Justicia, Alejandro Tudela, mediante Decreto Supremo N° 
004-2006-JUS propuso la imprescriptibilidad y en julio de ese año fue publicado 
la propuesta en el diario Oficial El Peruano. Y en enero del 2007 la ministra de 
Justicia, María Zavala, presentó el Plan Nacional de Lucha contra la Corrupción 
y Ética Ciudadana. 
 
- En el 2007 se presentó el Informe Nro. 1137-2007-CT-CS-PJ del Gabinete 
Técnico de Asesores de la Presidencia del Poder Judicial, sobre 
imprescriptibilidad de los delitos de corrupción más graves. En este documento, 
por primera vez, se propone la adición de un párrafo al final del artículo 41 de la 
Constitución en el sentido que la prescripción no existirá ante determinados 
delitos contra la Administración Pública, los mismos que serán señalados 
expresamente por ley. Propone también adicionar un último párrafo al artículo 
80 del Código Penal estableciendo la imprescriptibilidad de los delitos de 
concusión, peculado, cohecho y enriquecimiento ilícito.   
 
- En la apertura del año judicial 2008, el señor Presidente del Poder Judicial, 
Távara Córdova, informó que, la Sala Plena había sometido a discusión una 
iniciativa de ley que establezca que los delitos contra la administración de 




- En enero del 2008, la jefa de la Oficina Nacional Anticorrupción (ONA), 
Carolina Lizárraga Houghton, solicitó al Congreso promover una norma a favor 
de la imprescriptibilidad de los delitos de corrupción que afectan el patrimonio 
del Estado. 
 
1.7.1.3. Antecedentes internacionales de la imprescriptibilidad  




Mediante la Asamblea Constituyente que fue aprobada vía referéndum el 28 de 
septiembre del 2008, establece en su artículo 233 que, Las servidoras o servidores 
públicos y los delegados o representantes a los cuerpos colegiados de las instituciones 
del Estado, estarán sujetos a las sanciones establecidas por delitos de peculado, 
cohecho, concusión y enriquecimiento ilícito. La acción para perseguirlos y las penas 
correspondientes serán imprescriptibles y, en estos tipos de casos, los juicios iniciarán y 
continuarán incluso en ausencia de las personas acusadas. Estas normas también se 
aplicarán a quienes participen en estos delitos, aun cuando no tengan las calidades antes 
señaladas (p. 7)  
 
Venezuela  
La Constitución de Venezuela, promulgada el 20 de diciembre de 1999, establece 
en su artículo 271 primer párrafo que, no prescribirán las acciones judiciales dirigidas a 
sancionar los delitos contra los derechos humanos, o contra el patrimonio público o el 
tráfico de estupefacientes (p. 7). 
 
Argentina  
En julio de 1997, la Cámara de Diputados emitió dictamen favorable a un 
proyecto de ley sobre ética pública, que planteaba la reforma de diversos artículos del 
Código Penal para incrementar las penas de los delitos existentes, incorporar nuevos 
tipos penales, e imponer la imprescriptibilidad de los delitos de corrupción.  
En marzo del 2008, los diputados Nora Ginzburg, Marcelo Amenta, Christian 
Gribaudo y Julian Obligio presentaron el proyecto de ley Nro.  0821-D-2008 planteando 
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la imprescriptibilidad de la acción penal  cuando se tratare de un delito cometido en 
fraude a la administración pública y de los delitos de cohecho y tráfico de influencias, 
malversación de caudales públicos, negociaciones incompatibles con el ejercicio de las 
funciones públicas, exacciones ilegales, enriquecimiento ilícito de funcionarios y 
empleados y prevaricato (p. 8). 
 
Bolivia  
En abril de 2006, el Poder Ejecutivo presentó el proyecto de ley Lucha contra la 
Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga 
Santa Cruz”. El mencionado proyecto contempla la imprescriptibilidad en los casos de 
corrupción, enriquecimiento ilícito y delincuencia económica financiera. 
En la discusión en la Cámara de Diputados se convino en la necesidad de declarar 
la imprescriptibilidad de los delitos de organización criminal, peculado, peculado 
culposo, malversación, cohecho pasivo propio, uso indebido de influencias, beneficios 
en razón del cargo, omisión de declaración de bienes y rentas), negociaciones 
incompatibles con el ejercicio de funciones públicas, concusión, exacciones, 
prevaricato, cohecho pasivo del juez, consorcio de jueces y abogados, negativa o retardo 
de justicia, contratos lesivos al Estado, conducta antieconómica e infidencia económica, 
por tratarse de hechos punibles que atentan contra el patrimonio del Estado - Proyecto 
de ley Nro. 430/2006-2007 (p. 8). 
 
México  
En diciembre de 2007, el diputado Gerardo Vargas presentó un Proyecto de 
imprescriptibilidad de los delitos cometidos por servidores públicos y de creación del 
Observatorio Ciudadano contra la Corrupción.  Así, vía la modificación al Código Penal 
Federal, planteaba la no prescripción de los delitos de ejercicio indebido de servicio 
público, abuso de autoridad, desaparición forzada de personas, coalición de servidores 
públicos, uso indebido de atribuciones y facultades, concusión, intimidación, ejercicio 






         1.7.2. Delitos contra la administración pública 
 
1. La administración pública 
Salinas (2016), señala que Según la Real Academia Española, administrar es 
servir. La administración pública es el servicio, trabajo, labor o actividad pública que 
desempeñan determinados ciudadanos para lograr el bienestar común. Al ser la 
administración pública algo abstracto, el servicio o actividad pública, que es algo más 
concreto, es realizado o materializado por personas que cumplen labores o trabajan al 
interior de una institución pública que forman parte de la administración estatal  a 
cambio de una remuneración. Estos trabajadores tienen el nombre de funcionarios o 
servidores públicos (p. 3). 
 
Ferreira (1995), la administración pública se entiende que es, toda actividad o 
trabajo realizado por los funcionarios y servidores públicos, los cuales se encargan de 
poner en funcionamiento al Estado, orientado al cumplimiento de sus fines y funciones, 
sometidos a una jerarquía o niveles y roles o funciones en todos sus órganos o entidades 
(p. 4). 
 
Salinas (2016), Según la Real Academia Española, administrar es servir. La 
administración pública es el servicio, trabajo, labor o actividad pública que desempeñan 
determinados ciudadanos para lograr el bienestar común. Al ser la administración 
pública algo abstracto, el servicio o actividad pública, que es algo más concreto, es 
realizado o materializado por personas que cumplen labores o trabajan al interior de una 
institución pública que forman parte de la administración estatal  a cambio de una 
remuneración. Estos trabajadores tienen el nombre de funcionarios o servidores 
públicos (p. 3). 
 
Ferreira (1995), la administración pública se entiende que es, toda actividad o 
trabajo realizado por los funcionarios y servidores públicos, los cuales se encargan de 
poner en funcionamiento al Estado, orientado al cumplimiento de sus fines y funciones, 





Para Frisancho (2011) El concepto de administración pública que se maneja en el 
derecho penal es comprensivo en la exposición de motivos del Proyecto del Código 
Penal Italiano de 1930 de la entera actividad del Estado y de los otros entes públicos, 
queriendo significar con ello que, con las normas relativas a los delitos contra esa 
administración, se tutela no solo la actividad administrativa en sentido estricto, técnico, 
sino la actividad legislativa y judicial. (p. 36)  
 
Nos refiere el autor Fidel Rojas (2007) que “Para el Derecho Penal la 
administración Pública como Objeto jurídico genérico de tutela Penal, es decir, como 
bien jurídico, implica los siguientes elementos: a) Un profuso marco de previsiones 
legales que regulan las funciones públicas y los servicios; b) Un conjunto de principios 
rectores que vinculan positivamente la administración pública con la actividad oficial de 
los sujetos públicos y que permiten especificar los ejes de protección penal en cada 
delito en concreto (imparcialidad, protección del patrimonio público, etc.), 
racionalizando y dotando de norte el marco legal y la actividad funcional; c) Ejercicio 
de funciones y servicios públicos de conformidad a las atribuciones y competencias 
establecidas de los deberes de cargo o empleo), que confirman así la confianza pública 
depositada por la ciudadanía y debida a la Nación” (p. 15). 
 
Ferreira (1995) también nos refiere que la administración pública se concibe en 
doble sentido, en sentido objetivo,-como el conjunto de actividades realizadas por los 
agentes públicos y que constituye el desarrollo, la dinámica de la función misma, y 
subjetivamente, se constituye en el orden de órganos estatales, lo que implica niveles, 
jerarquía, entidades, cargos y oficios delimitados en sus competencias (pág. 4).  
 
Por ello, dada la vastedad de previsiones legales que enmarcan la labor 
administrativa, los delitos de función u delitos funcionales son todos aquellos donde se 
afecta la función pública, entendida esta como el conjunto de potestades que tiene la 
administración de pronunciarse sobre una petición administrativa u ejercer una labor 
constitucionalmente conferida –caso de la Policía Nacional, Ministerio Público, etc.- 
que pueden ser cometidos tanto por funcionarios o servidores, como por particulares, en 
el primero de los casos porque al estar investidos de determinadas atribuciones y 
parámetros legales, aquellos infringen aquel deber legal de conducta, y en el segundo, 
por cuanto, en el ejercicio de aquellas labores constitucionalmente conferidas, se ven 
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impedidos de realizarlos por una conducta ajena a la labor institucional administrativa 
que conlleva a la no ejecución de un mandato legal. 
 
2. Delitos cometidos por funcionarios públicos 
 
2.1. Colusión simple y agravada  
 Se halla tipificado en el artículo 384 del Código Penal que establece: El 
funcionario o servidor público que, interviniendo directa o 
indirectamente, por razón de su cargo, en cualquier etapa de las 
modalidades de adquisición o contratación pública de bienes, obras o 
servicios, concesiones o cualquier operación a cargo del Estado concierta 
con los interesados para defraudar al Estado o entidad u organismo del 
Estado, según ley, será reprimido con pena privativa de libertad no menor 
de tres ni mayor de seis años; inhabilitación, según corresponda, 
conforme a los incisos 1, 2  y 8 del artículo 36; y, con ciento ochenta a 
trescientos sesenta y cinco días-multa. 
El funcionario o servidor público que, interviniendo directa o 
indirectamente, por razón de su cargo, en las contrataciones y 
adquisiciones de bienes, obras o servicios, concesiones o cualquier 
operación a cargo del Estado mediante concertación con los interesados, 
defraudare patrimonialmente al Estado o entidad u organismo del Estado, 
según ley, será reprimido con pena privativa de libertad no mejor de seis 
ni mayor de quince años; inhabilitación, según corresponda, conforme a 
los incisos 1,2 y 8 del artículo 36; y con trescientos sesenta y cinco a 
setecientos treinta días-multa”. 
 
Salinas (2014) hace referencia a García Cavero (2008, p. 17), que en el plano 
político-criminal eran dos las particulares del tipo penal de colusión que llamaban 
especialmente la atención. Por un lado, el aligeramiento de sus elementos constitutivos, 
en la medida en que la realización del tipo penal no requiere constatar un acto de 
corrupción del funcionario que decide o realiza la contratación o adquisición estatal, 
sino solamente una concertación con los interesados perjudicial para el estado. Por otro 
lado, la severidad de la pena prevista en el tipo penal, cuyo marco penal máximo 
alcanza los quince años de pena privativa de libertad. Ambas particularidades 
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evidencian que el legislador penal ha privilegiado la eficacia de la persecución penal en 
este ámbito de la criminalidad, lo que encuentra explicación en la especial sensibilidad 
de las contrataciones y adquisiciones estatales frente a actos de corrupción debido a las 
grandes cantidades de dinero que se manejan en este rubro del gasto público (p. 260). 
 
En la colusión simple tiene como verbo rector al término “concretar”, y la 
colusión agravada tiene como verbo rector al término “defraudare”. 
 
2.1.1. Tipicidad objetiva  
2.1.1.1. Colusión simple 
Se verifica este comportamiento delictivo cuando el agente siempre en su 
condición y razón del cargo de funcionario o servidor público, al intervenir directa o 
indirectamente, en cualquier etapa de las modalidades de adquisición o contratación 
pública de bienes, obras o servicios, concesiones o cualquier operación a cargo del 
Estado, “concierta” con los interesados para defraudar al Estado. Salinas (2014, p. 261). 
 
 El autor antes mencionado hace mención a la Ejecutoria suprema del 8 de febrero 
de 2006, R.N.N° 1512-2005-Cusco-Sala Penal Permanente, “El tipo penal mismo dice 
que ese fraude debe consistir en la concertación ilegal misma, es decir, en la 
concertación con la posibilidad de perjudicar económicamente a la administración 
pública, siendo un delito de peligro (en relación con el perjuicio patrimonial efectivo) y 
de mera actividad donde no es posible la tentativa, pues antes de la concertación no 
habría aparentemente nada; que el delito se consuma con la simple “colusión” o sea con 
el acto de concertación, sin necesidad de que la administración pública sufra un efectivo 
perjuicio patrimonial, ni que se verifique materialmente la obtención de ventaja del 
funcionario” (p. 207). 
 
2.1.1.2. Colusión agravada.  
Salinas (2014) define a la colusión agravada como el hecho punible que se 
configura cuando el agente siempre en su condición y razón del cargo de funcionario o 
servidor público, al intervenir directa o indirectamente, en cualquier etapa de las 
modalidades de adquisición o contratación pública de bienes, obras o servicios 
concesiones o cualquier operación a cargo del Estado, mediante concertación con los 
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interesados, efraudare patrimonialmente al Estado, esto es, causare perjuicio efectivo al 
patrimonio estatal (p. 262). 
 
2.1.2. Bien jurídico protegido  
Rojas Vargas, nos refiere que el bien jurídico genérico en este delito es el normal 
y recto funcionamiento de la administración pública que resulta manifestación material 
del Estado. En tanto que el bien jurídico protegido especifico o particular es la 
regularidad, el prestigio y los intereses patrimoniales de la administración pública, 
expresados en la idoneidad y celo profesional en el cumplimiento de las obligaciones 
funcionales por parte de los funcionarios o servidores públicos (p. 278). El sujeto 
público, al desarrollar sus obligaciones funcionales al interior de la administración 
pública, tiene que hacerlo conforme al deber funcional que le impone el cargo público 
que desempeña. Si el sujeto público directa o indirectamente infringe aquel deber y de 
paso, con su actuación, busca defraudar o llegar a defraudar el patrimonio del Estado, 
entra a tallar el delito de colusión, ya sea en su faceta simple o agravada (Salinas, p. 
274). 
 
2.1.3. Sujeto activo 
Salinas (2014) El sujeto activo o agente, aparte de tener la condición especial 
debidamente señalada en el tipo penal 384, esto es, funcionario o servidor público, debe 
también tener dentro de sus atribuciones funcionales o competencia funcional el deber 
de participar en cualquier etapa de las modalidades de adquisición o contratación a 
cargo del Estado. Nadie más puede ser agente del delito (p. 276). 
 
2.1.4. Sujeto pasivo  
 El sujeto pasivo siempre será el Estado y como se indica en el tipo penal 
cualquier entidad y organismo del Estado. Los particulares de modo alguno pueden ser 
sujetos pasivos de este delito. 
 
2.1.5. Tipicidad subjetiva 
  Salinas Siccha cita a Abanto Vasquez, en este delito solo es posible el dolo 




Salinas Sichha (2014) cita a Abanto Vasquez, de acuerdo con la estructura de la 
colusión simple y agravada, es necesario hacer la diferencia en el aspecto subjetivo. En 
la simple, el agente dolosamente concierta con los terceros interesados buscando o 
mejor, con la finalidad de defraudar al Estado. El agente concierta con la intención de 
defraudar el patrimonio público (p. 268). En tanto que en la agravada, el agente público 
por medio de la concertación dolosamente defrauda al estado, el agente por medio de la 
concertación dolosamente defrauda al Estado (p. 284). 
 
2.2. Peculado doloso y culposo  
El artículo 387 del Código Penal establece: “El funcionario o servidor 
público que se apropia o utiliza, en cualquier forma, para sí o para otro, 
caudales o efectos cuya percepción, administración o custodia le estén 
confiados por razón de su cargo, será reprimido con pena privativa de 
libertad no menor de cuatro ni mayor de ocho años; inhabilitación, según 
corresponda, conforme a los incisos 1, 2 y 8 del artículo 36, y, con ciento 
ochenta a trescientos sesenta y cinco días-multa. 
Cuando el valor de lo apropiado o utilizado sobrepase diez unidades 
impositivas tributarias, será reprimido con pena privativa de libertad no 
menor de ocho ni mayor de doce años; inhabilitación, según corresponda, 
conforme a los incisos 1, 2 y 8 del artículo 36; y, con trescientos sesenta 
y cinco a setecientos treinta días-multa. 
Constituye circunstancia agravante si los caudales o efectos estuvieran 
destinados a fines asistenciales o a programas de apoyo o inclusión 
social. En estos casos, la pena privativa será no menor de ocho ni mayor 
de doce años; inhabilitación, según corresponda, conforme a los incisos 
1, 2 y 8 del artículo 36; y, con trescientos sesenta y cinco a setecientos 
treinta días-multa. 
Si el agente, por culpa, da ocasión a que se efectúe por otra persona la 
sustracción de caudales o efectos, será reprimido con pena privativa de 
libertad no mayor de dos años y con prestación de servicios comunitarios 
de veinte a cuarenta jornadas. Constituye circunstancia agravante si los 
caudales o efectos estuvieran destinados a fines asistenciales o a 
programas de apoyo o inclusión social. En estos casos, la pena privativa 
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de libertad será no menor de tres ni mayor de cinco años y con ciento 
cincuenta a doscientos treinta días-multa.” 
 
Salinas (2014) hace referencia a Rojas Vargas (2002, p. 315) el término 
“peculado” proviene de dos latinazgos: pecus que significa ganado y latus que significa 
hurto, en consecuencia, etimológicamente significa “hurto de ganado”. En Roma, 
cuando el ganado era el bien más preciado junto a la tierra, servía como medio de 
cambio comercial y definía el estatus socioeconómico de los ciudadanos. En la 
República ya se utilizó el término pecualado para indicar el hurto de cosas de valor. Es 
en el Imperio romano donde se llega a utilizar la frase criminis peculatus que hace 
referencia al hurto de dinero o bienes públicos (p. 308). 
 
2.2.1. Tipicidad objetiva  
 Salinas (2014) el peculado doloso lo define como el hecho punible que se 
configura cuando el funcionario o servidor público en su beneficio personal o para 
beneficio de otro, se apropia o utiliza, en cualquier forma, caudales o efectos 
públicos, cuya percepción administración o custodia le estén confiadas por razón 
del cargo que desempeña al interior de la administración pública. 
 
El delito culposo se configura cuando el funcionario o servidor público, por 
culpa o negligencia, da ocasión, permite, tolera u origina que un tercero sustraiga de 
la administración pública, caudales o efectos que están confiados por razón del 
cargo que cumple o desarrolla para el estado (p. 310). 
 
2.3. Peculado doloso  
Las modalidades depende de los verbos rectores “apropiarse” “utilizar”. 
 
2.4. Peculado por apropiación  
Salinas (2014) refiere que se configura el delito de peculado por apropiación 
cuando el agente se apodera, adueña, atribuye, queda, apropia o hace suyo los caudales 
o efectos del Estado que le han sido confiados en razón del cargo que desempeña al 
interior de la administración pública para percibirlos, custodiarlos o administrarlos. El 
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agente obra con animis rem sibi habendi. El beneficiario con el apoderamiento puede 
ser tanto un funcionario o servidor público como una persona ajena a la administración. 
 
Salinas cita a Abanto Vasquez (2005, p. 342), he indica que la conducta del 
funcionario peculador se constituye en una apropiación sui generis. Él no sustrae los 
bienes, ellos ya están en su poder de disposición en función del cargo que desempeña. 
El sujeto simplemente no administra los bienes aplicándolos a la función pública para el 
que están destinados, sino dispone de ellos como si formaran parte de si propio y 
exclusivo patrimonio. Actúa como propietario del bien público. En igual sentido, Rojas 
Vargas (p.335), argumenta que apropiarse es hacer suyos los caudales o efectos que 
pertenecen al Estado, apartándolos de la esfera funcional de la administración pública y 
colocándose en situación de disponer de los mismo (p. 311). 
 
Salinas cita como ejemplo de esta modalidad al expediente N° 2337-2001-Lima, 
el hecho real objeto de la ejecutoria suprema del 26 de junio de 2003. Allí se argumenta 
que “conforme se aprecia de las pruebas actuadas se ha establecido la responsabilidad 
del procesado en los hechos instruidos, quien en su condición de administrador de la 
municipalidad distrital, dispuso para su beneficio personal sumas de dinero de la Caja 
Municipal, dinero que era destinado para la compra de una caja registradora; asimismo 
recibió dinero de la unidad de tesorería para abrir una cuenta corriente para la compra de 
ómnibus, sin embargo, dicho dinero no fue utilizado para el fin establecido; que, 
posteriormente al detectarse tal irregularidad, dicho encausado devolvió parte de la 
suma apropiada, mediante descuento de las remuneraciones que percibía, empero quedó 
un salgo que no se logró recuperar, tal como acepta el propio procesado al rendir su 
instructiva y en los debates orales, donde admite que se apropió de dinero del municipio 
debido a que su esposa se encontraba delicada de salud  y tuvo que hacer gastos en su 
tratamiento.  
 
2.5. Peculado por utilización  
 Salinas Siccha cita a Rojas Vargas (p. 336) se configura cuando el agente usa, 
emplea, aprovecha, disfruta o se beneficia de los caudales o efectos públicos, sin el 
propósito de apoderarse del bien. En el agente no hay ánimo o propósito de quedarse o 
adueñarse sino simplemente de servirse del bien público en su propio beneficio o en 




Abanto (p. 344), esto presupone una previa separación del bien de la esfera 
pública de custodia y darle una aplicación privada temporal sin consumirlos, para 
retornarlo enseguida a la esfera de la administración pública. Así se precisa en la R.N. 
N° 3632-2004-Arequipa del 20 de setiembre del 2005, se argumenta que la modalidad 
de peculado por distracción o utilización implica una separación del bien de la esfera 
pública y una aplicación privada temporal del mismo sin consumirlo para regresarlo 
luego a la esfera pública, lo que no es posible tratándose de dinero. 
 
2.5.1. Bien jurídico protegido  
 Salinas (2014), es común en la doctrina, considerar que el bien jurídico protegido 
general es el recto desarrollo o desenvolvimiento de la administración pública. 
 En cuanto al bien jurídico específico o particular que se pretende proteger con la 
tipificación del delito de peculado. Se identifica tres posiciones bien definidas: la 
primera que considera que se protege el patrimonio del Estado, la segunda Rojas Vargas 
(p.327) sostiene que se protege el regular ejercicio de las funciones del funcionario o 
servidor público, y la última, que sostiene que el delito de peculado es plurifensivo, toda 
vez que busca garantizar el principio de no lesividad de los intereses patrimoniales de la 
administración pública y evitar el abuso de poder del que se halla facultado el 
funcionario o servidor público que quebranta los deberes funcionales de lealtad y 
probidad a la que están obligados los funcionarios y servidores. Está posición se ha 
tomado en la doctrina legal vinculante. En el Acuerdo Plenario N° 4-2005 del 30 de 
setiembre del 2005, se prescribe que el peculado es un delito pluriofensivo, en el cual 
“el bien jurídico se desbobla en dos objetivos específicos merecedores de protección 
jurídico-penal: a) garantizar el principio de la no lesividad de los intereses patrimoniales 
de la administración pública; b) evitar el abuso del poder del que se halla facultado el 
funcionario o servidor público que quebranta los deberes funcionales de lealtad o 
probidad (p. 338). 
 
2.5.2. Sujeto activo 
Salinas (2014) hace mención que, en la doctrina consideran tanto al peculado 
doloso y culposo que solo puede ser autor el funcionario o servidor público que reúne 
en su persona la relación funcional exigida por el tipo penal, es decir, quien por el cargo 
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que lleva al interior de la administración tiene bajo su poder o ámbito de vigilancia 
(directo o funcional) en percepción, custodio o administración los caudales o efectos de 
los que se apropia o utiliza para sí o para otro. Abanto Vásquez (p. 336) el funcionario 
debe tener los bienes en función de lo dispuesto por la ley, reglamentos, directivas u 
órdenes de autoridad competente en razón del cargo que desempeña. No basta que el 
funcionario disponga de los bienes públicos que coyuntural u ocasionalmente le 
encomendaron.  
 
Salinas hace mención a La Corte Suprema tiene claro este aspecto, así se 
demuestra en la ejecutoria suprema del 18 de julio del 2011 que declaró no haber 
nulidad de la sentencia condenatoria del ex presidente Fujimori por el delito de peculado 
doloso por apropiación. Ante el argumento de la defensa que a su patrocinado no le 
correspondía el título de autor del delito de peculado, se consideró que “el vínculo con 
los fondos públicos apropiados se desprende claramente de la disponibilidad jurídica 
que sobre los mismos ejerció el procesado Fujimori como administrador de la Hacienda 
Pública, evidenciado a través del instrumento legal –Decreto de Urgencia- que se 
empleó para concretar la desviación de los mismos, cuya dación constituye una 
prerrogativa exclusiva a su cargo como Presidente de la República, conforme lo 
establece el artículo 118 de la Constitución Política de la Nación: y aun cuando con el 
mismo se haya autorizado el pliego del Ministerio de Defensa a utilizar dichos fondos 
públicos para un fin estatal falso, que de antemano había sido concertado con sus 
ministros como el medio para conseguir la desviación privada de los caudales públicos 
que fueron a parar a manos de Montesinos (p. 341-342). 
 
2.5.3. Sujeto pasivo 
 Salinas (2014) Es solamente el Estado, que viene a constituir el representante o 
titular de la administración pública en sus diversas manifestaciones: no puede 
considerarse como sujeto pasivo del delito de peculado a los particulares, pues este 
ilícito solo puede ser cometido por funcionario o servidor público en perjuicio del 




2.5.4. Tipicidad subjetiva  
 Salinas (2014) El peculado en su modalidad dolosa requiere o exige que el 
funcionario o servidor público actúe con conocimiento que tiene el deber de no lesionar 
el patrimonio del Estado, en consecuencia, tiene el deber de lealtad y probidad de 
percibir, administrar o custodiar adecuadamente los bienes públicos confiados por su 
cargo. No obstante, voluntariamente actúa, es decir, voluntariamente infringe o lesiona 
el deber de no lesividad impuesto (p. 349). 
 
2.6. Peculado Culposo  
El peculado también puede ser cometido por culpa o negligencia de parte del 
agente, siempre funcionario o servidor público con relación funcional sobre los efectos 
y caudales del Estado o entidad estatal. También se prevé como peculado culposo 
agravado cuando los bienes públicos objeto de sustracción por parte de tercero, tuvieran 
como destino fines asistenciales o programas de apoyo social. 
 
El peculado culposo hace alusión directa a la sustracción efectuada por tercera 
persona aprovechándose del estado de descuido imputable al funcionario o servidor 
público en su función de vigilar y resguardar los bienes del Estado. No hay delito de 
peculado culposo en la modalidad de utilización. 
 
El peculado culposo debe tenerse en cuenta: la sustracción y la culpa del 
funcionario o servidor público como elementos componentes típicos de esta figura y la 
describen de la siguiente manera: 
 
2.6.1. La sustracción. Entiéndasela como el alejamiento de los caudales o 
efectos del ámbito de vigilancia de la administración pública, por parte de un 
tercero, que se aprovecha así del estado de culpa incurrido por el funcionario o 
servidor público. 
 
2.6.2. La culpa del funcionario o servidor público. Según el acuerdo plenario 
N° 04-2005 del 30 de setiembre del 2005. Culpa es un término global usado para 
incluir en él todas las formas conocidas de comisión de un hecho, diferentes al dolo, 
la fuerza mayor y el caso fortuito. Habrá culpa en el sujeto activo del delito, cuando 
este no toma las precauciones necesarias para evitar sustracciones (la culpa del 
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peculado se refiere exclusivamente a sustracciones, no al término impreciso de 
pérdidas), cuando viola deberes del debido cuidado sobre los caudales o efectos, a 
los que está obligado por la vinculación funcional que mantiene con el patrimonio 
público.  
2.7. Cohecho pasivo específico 
 El artículo 395° del Código Penal establece: El magistrado, arbitro, 
fiscal, perito, miembro de tribunal administrativo o cualquier otro 
análogo a los anteriores que bajo cualquier modalidad acepte o reciba 
donativo, promesa o cualquier otra ventaja o beneficio, a sabiendas que 
es hecho con el fin de influir o decidir en asunto sometido a su 
conocimiento o competencia, será reprimido con pena privativa de 
libertad no menor de seis ni mayor de quince años e inhabilitación 
conforme a los incisos 1 y 2 de artículo 36 del Código Penal y con ciento 
ochenta a trescientos sesenta y cinco días-multa. 
El magistrado, arbitro, fiscal, perito, miembro del Tribunal 
Administrativo o cualquier otro análogo a los anteriores que bajo 
cualquier modalidad solicite, directa o indirectamente, donativo, promesa 
o cualquier otra ventaja o beneficio, con el fin de influir en la decisión de 
un asunto que esté sometido a su conocimiento, será reprimido con pena 
privativa de libertad no mejor de ocho ni mayor de quince años e 
inhabilitación conforme a los incisos 1 y 2 del artículo 36 del Código 
Penal y con trescientos sesenta y cinco a setecientos días-multa. 
 
2.7.1. Tipicidad objetiva  
  Salinas (2014) el cohecho pasivo especifico por la calidad del agente se 
configura cuando este, ya sea en su calidad de magistrado, árbitro, fiscal, perito, 
miembro del Tribunal Administrativo o cualquier otro análogo bajo cualquier 
modalidad, acepta o recibe de tercero (otro funcionario o particular) donativo, promesa 
o cualquier otra ventaja o beneficio, a sabiendas de que es efectuado o realizado con el 
fin de influir o decidir en un asunto sometido a su conocimiento o competencia. 
 
De igual forma, se perfecciona el citado ilícito penal cuando el agente, ya sea en 
su calidad de magistrado, árbitro, fiscal, perito, miembro del Tribunal Administrativo o 
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cualquier otro análogo bajo cualquier modalidad, solicita a un tercero (se entiende 
interesado en el asunto), directa o indirectamente, donativo, promesa o cualquier otra 
ventaja o beneficio, con el fin de influir en la decisión de un asunto que está sometido a 
su conocimiento (p. 508). 
 
2.7.2. Bien jurídico protegido  
   Salinas (2014) Es el correcto y normal funcionamiento de la administración 
pública. Respecto al bien jurídico especifico, se puede indicar que se pretende proteger, 
los deberes que nacen del cargo, función o atribuciones con la consiguiente fidelidad 
hacia la administración pública a la que están obligados funcionarios y servidores 
públicos y, por otro lado, tutelar el principio de imparcialidad en el desenvolvimiento de 
las funciones y servicios por parte de los sujetos públicos. Sus decisiones deben tomarse 
sin la intervención de interferencias. Cita a Rojas Vargas (p. 501) se busca con ello 
preservar la regularidad e imparcialidad en la correcta administración de justicia en el 
ámbito jurisdiccional y administrativo (p. 514). 
 
2.7.3. Sujeto activo  
  Tiene que tener la condición o cualidad de funcionario o servidor público, 
también debe tener la condición de magistrado, árbitro, fiscal, perito, miembro, del 
Tribunal Administrativo o cualquier otro análogo, los particulares están excluidos de 
este delito pero si les puede atribuir la condición de cómplices si se determina que 
colaboraron o ayudaron al funcionario o servidor público a realizar el hecho punible.  
 
2.7.4. Sujeto pasivo 
            Salinas (2014) Es el estado el titular del bien jurídico tutelado tanto a nivel 
genérico como específico. Sin embargo cuando el directamente perjudicado es una 
entidad estatal solo esta se constituirá en sujeto pasivo excluyéndose al Estado. Así lo 
deja establecido la ejecutoria suprema del 1 de julio de 1998 mediante el Exp. N° 5431-
97-Arequipa, cuando sostiene: Conforme a lo establecido por esta suprema sala en 
numerosas ejecutorias, tratándose de delitos contra la administración pública en 
perjuicio de los gobiernos locales o regionales, solo estos deben ser considerados como 
agraviados y no el Estado a la vez, toda vez que ello implicaría una duplicidad de pago 
respecto a la reparación (p. 516-517). 
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2.7.5. Tipicidad subjetiva  
   Salinas (2014) Este delito es doloso, no cabe la posibilidad de ser cometido por 
negligencia o culpa del funcionario o servidor público. 
 
El dolo supone que el sujeto activo de la conducta es consciente del carácter y 
finalidad de la solicitud, aceptación o recepción de dádiva o presente y querer actuar a 
pesar de ello. La doctrina es unánime en considerar que solo es posible la comisión por 
dolo directo. Aparte del dolo, el tipo penal exige la concurrencia de un elemento 
subjetivo adicional al dolo: el “a sabiendas”. Esto supone que el agente actúa 
convencido de la injusticia de sus actos y con conocimiento pleno de las pretensiones 
implícitas en los medios corruptores, y, pese a ello. Solicita o recibe. Esto es obviamente 
un caso de doble venalidad del sujeto activo. Pues lesiona el deber de probidad 
funcional y puede no acceder a la pretensión al momento de resolver (p. 517). 
 
2.8. Enriquecimiento ilícito  
 El artículo 401° del Código Penal señala: El funcionario o servidor 
público que, abusando de su cargo, incrementa ilícitamente su patrimonio 
respecto de sus ingresos legítimos será reprimido con pena privativa de 
libertad no menor de cinco ni mayor de diez años; inhabilitación, según 
corresponda, conforme a los incisos 1, 2 y 8 del artículo 36; y, con 
trescientos sesenta y cinco a setecientos treinta días-multa. 
Si el agente es un funcionario público que ha ocupado cargos de alta 
dirección en las entidades, organismos o empresas del Estado, o está 
sometido a la prerrogativa del antejuicio y la acusación constitucional, 
será reprimido con pena privativa de libertad será no menor de diez ni 
mayor de quince años; inhabilitación, según corresponda, conforme a los 
incisos 1, 2 y 8 del artículo 36; y, con trescientos sesenta y cinco a 
setecientos treinta días-multa. 
 
Se considera que existe indicio de enriquecimiento ilícito cuando el aumento del 
patrimonio o del gasto económico personal del funcionario o servidor público, en 
consideración a su declaración jurada de bienes y rentas, es notoriamente superior al que 
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normalmente haya podido tener en virtud de sus sueldos o emolumentos percibidos o de 
los incrementos de su capital o de sus ingresos por cualquier otra causa lícita. 
  
2.8.1. Tipicidad objetiva  
            Salinas (2014) hace mención a R.N. N° 326-2008-Lima, el delito como 
enriquecimiento ilícito objetivamente se perfecciona cuando el funcionario o servidor 
público, abusando del cargo que desempeña al interior de la administración pública, 
incrementa ilícitamente su patrimonio. Es indicio de enriquecimiento ilícito cuando el 
aumento del patrimonio o del gasto económico personal del sujeto público, en 
consideración a su declaración jurada de bienes y rentas, es notoriamente superior al que 
haya podido tener en virtud de sus sueldos o emolumentos percibidos, o de los 
incrementos de su capital, o de sus ingresos por cualquier otra causa licita.  
 
2.8.2. Bien jurídico protegido  
  Salinas (2014) El bien jurídico genérico protegido es el recto y normal desarrollo 
o desenvolvimiento de la administración pública. 
 
El bien jurídico específico lo constituye el normal y correcto ejercicio de las 
funciones de los cargos y empleos públicos. (p. 621) 
 
2.8.3. Sujeto activo  
  Salinas (2014) solo puede ser sujeto activo de enriquecimiento ilícito aquella 
persona que tiene un cargo público, el mismo que es utilizado para incrementar 
ilícitamente su patrimonio. También hace referencia a la Ejecutoria Suprema del 30 de 
diciembre de 2004, R. N. N° 2976-2004-Lima, “aun siendo el tipo penal de 
enriquecimiento ilícito un delito especial –propio, en este caso- es absolutamente 
posible el concurso de terceros para su efectiva consumación, sin que tal condición 
implique la ruptura del título de imputación; que la intervención de terceros en delitos 
especiales, más allá incluso de la entidad de la contribución material concreta de cada 
uno de ellos, solo puede ser a título de partícipes en tanto no son funcionarios o 
servidores públicos, que es lo que el tipo exige para la autoría –el autor en este caso es 
quien infringe un deber especifico o especial que el tipo penal asume-; accesoriedad que 
en todo caso no puede negar la consideración general que los partícipes –como todas las 
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personas- tienen el deber de evitar la lesión del bien o interés jurídico-penal en cuestión, 
que es claro, entonces, que el cómplice no necesita tener la calificación jurídica que 
determina la autoría del hecho punible, sencillamente porque no es un autor, sino un 
simple participe (p. 623). 
 
2.8.4. Sujeto pasivo  
   Salinas (2014) Es solo el estado, único titular del bien jurídico protegido como 
es el recto y normal funcionamiento de la administración pública. Y Rojas Vargas (p. 
615) señala que, en los casos concretos en los cuales particulares reclamen ser 
agraviados con el enriquecimiento del funcionario o servidor público, estos deberán 
reconducir sus pretensiones por la vía civil correspondiente, no es factible que en sede 
penal se satisfaga sus expectativas de restitución o reparación civil (p. 625). 
 
2.8.5. Tipicidad subjetiva  
   El dolo de enriquecimiento ilícito supone voluntad de enriquecerse ilícitamente, 
así como conocimiento por parte del sujeto público de la tipicidad de sus actos de abuso 
del cargo o del prevalimiento de su calidad funcional y del enriquecimiento que está 
logrando por vía de ilicitud.  
 
2.9. Prescripción en los delitos contra la administración pública  
Salinas (2014) el Tribunal Constitucional en reiterada jurisprudencia ha precisado 
que la prescripción desde un punto de vista general es la institución jurídica mediante la 
cual, por el transcurro del tiempo, la persona adquiere derechos o se libera de 
obligaciones. Y desde la óptica penal es una causa de extinción de la responsabilidad 
criminal fundada en la acción del tiempo sobre los acontecimientos humanos o en la 
renuncia del Estado al ius puniendi, bajo el supuesto de que el tiempo transcurrido borra 
los efectos de la infracción, existiendo apenas memoria social de ella. Dicho de otro 
modo, en una norma fundamental inspirada en el principio pro homine, la ley penal 
material otorga a la acción penal una función preventiva y resocializadora, en la cual el 
Estado autolimita su potestad punitiva, orientación que se funda en la necesidad de que 
pasado cierto tiempo se elimine toda incertidumbre jurídica y se abandone el castigo de 
quien lleva mucho tiempo viviendo honradamente, consagrando de esta manera el 




      1.7.3. Bases Teóricas 
         1.7.3.1. La teoría de los delitos de infracción del deber 
  
Los delitos contra la administración pública tienen un carácter especial, cuyo 
criterio para la determinación o delimitación tanto de la autoría como de la 
participación, se guía en función de la teoría de los delitos de infracción de deber 
formulada por Claus Roxin (1997).   
 
Salinas (2012) refiere “para diferenciar a la teoría del dominio del hecho con la 
teoría de infracción del deber, resulta necesario afirmar que según la teoría del dominio 
del hecho, es autor quien domina el evento que lleva a la realización del delito, en tanto 
el partícipe es el que interviene e influye en la comisión del suceso criminal, carece del 
dominio del hecho. La contribución del partícipe no es determinante para la realización 
del delito. En cambio, en la teoría de los delitos de infracción de deber, el autor o figura 
central se concretiza en el criterio de la “infracción del deber”. Ejemplo de ellos son la 
mayoría de delitos que se tipifican en el título del código penal referente a los delitos 
contra la administración pública (p. 15). 
 
Principal y fundamentalmente la autoría en los delitos de infracción de deber 
contiene un “deber especial de carácter penal” que no recae en todas las personas, sino 
en aquellos sujetos calificados que pueden cometer estos delitos. De modo que el 
fundamento no es el deber general que surge del tipo penal, cuya infracción provoca la 
sanción prevista en el tipo. En consecuencia, en los delitos contra la administración 
pública, los sujetos públicos tienen deberes especiales como por ejemplo el deber de 
lealtad, de cautelar, proteger, e impulsar el correcto funcionamiento de la administración 
pública (p. 16).  
 
Se entiende por delitos de infracción de deber a aquellos en los cuales la figura 
central (autor) del evento criminal se encuentra vinculada por un deber especial de 
carácter penal. Autor será quien infringe el deber especial penal, y partícipe quien 
interviene en el hecho sin poseer el deber especial” (p. 16).   
 
Los delitos contra la administración pública vinculados a actos de corrupción son 
delitos especiales, pues para ser considerado como autor de aquel delito se requiere 
42 
 
tener una condición distinta al común de los agentes infractores. Como lo decía Raul 
Zafaroni, existen delitos cometidos por cualquier persona y delitos que requieren una 
condición especial, en el caso que nos ocupa, solo podría incurrir en la comisión de 
delitos circundantes a actos de corrupción los funcionarios o servidores públicos.           
                                                                                                     
1.7.3.2. Teoría de la Imputación Objetiva 
    La propuesta de ROXIN, más moderada, ha sido acogida con calor en las 
doctrinas alemanas y española, sobre todo en cuanto a su esquema estructural que 
diferencia tres niveles de imputación que son: la creación de un riesgo jurídico-
penalmente relevante o no permitido, la realización del riesgo imputable en el resultado 
y el fin de protección del propio tipo penal infringido o alcance del tipo penal. 
 
“La teoría de la Imputación objetiva se impuso en Alemania a partir de los años 
70 gracias al giro hacia una dogmática penal fundada político criminalmente, que ha 
permitido la superación del antiguo dogma causal. Para ello ROXIN parte de la justa 
observación de que la construcción continental europea (y sobre todo alemana) ha sido 
dependiente siempre de las tendencias filosóficas y no de las tendencias político 
criminales. No es exagerado afirmar que la teoría de la imputación objetiva se encuentra 
en una fase de expansión y purificación doctrinal, se encuentra en fase de expansión 
porque de sus presupuestos iníciales, formulados por los clásicos LARENZ o HONING, 
se han derivado nuevos principios aplicables a nuevos supuestos”. (Vasquez, 2002).  
 
1.7.3.3. Las teorías de la impunidad 
            Robles sostiene que uno de los máximos representantes de esta teoría es Robles 
Planas, quien sostiene que el extraneus (extraño o ajeno) nunca podrá responder 
penalmente por un delito especial, dado que su responsabilidad penal es una autónoma o 
principal, no derivada de la responsabilidad del autor del delito especial (p. 401). 
 
 Abanto hace mención que esta teoría plantea que la responsabilidad del extraneus 
no es accesoria a la del autor del delito, ya que de acuerdo con el principio de la 
accesoriedad “positiva” o “principal” de la participación criminal la sanción de los 
partícipes (inductores y cómplices), se fundamenta en la conducta del partícipe con el 
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propio hecho delictivo y no en la relación de dependencia de la conducta del partícipe 
con la del autor (p 5). 
 
Rueda Martín acierta cuando afirma que al extraneus no se le imputa una conducta 
delictiva ajena, sino una propia. Los delitos especiales de corrupción pretenden proteger 
el correcto funcionamiento de la administración pública frente a toda clase de ataques en 
su contra, de manera que al extraneus también le incumbe la prohibición penal (p. 97). 
 
1.7.3.4. Las teorías de la responsabilidad 
             Rueda Martin hace mención que las teorías de la responsabilidad, defendidas 
por la doctrina y jurisprudencia mayoritaria española (p. 97). 
 
Sostienen que el extraneus que participa en la comisión de un delito especial debe 
también responder penalmente. Dentro de esta corriente de pensamiento se han 
reconocido, principalmente, dos tesis:  
 
1.7.3.5. La tesis de la infracción de deber:  
            Está pretende explicar la responsabilidad del extraneus a partir de su 
contribución al quebrantamiento de deberes especiales o a la defraudación de 
expectativas positivas de actuación por parte del intraneus. Plantea dos posturas 
internas:  
 
La postura de Roxin: el partícipe de un delito de infracción del deber (delito 
especial) también debe responder penalmente, dado que contribuye a la infracción de un 
deber especial del autor ( p. 401-402) 
 
La postura de Jakobs: el partícipe de un delito especial puede ser sancionado en 
virtud de la prohibición ampliada por la regulación de la participación en la Parte 







1.7.3.6. Las teorías individualizadoras o de la ruptura del título de la imputación 
 
             Abanto (2004) Según esta teoría, el extraneus que interviene en un delito 
especial debe responder como partícipe de un delito común distinto al cometido por el 
autor intraneus, dado que los delitos especiales solo están dirigidos a estos últimos y no 
a los primeros (p 5). 
 
 Pariona (2006) sobre el extraneus, señala que la legislación penal lo permite, pues 
éste responderá por el delito subyacente al delito especial; por ejemplo, si el intraneus 
comete el delito de peculado, el extraneus responderá por el delito de hurto o de 
apropiación ilícita (p. 760). 
 
Esta teoría se fundamenta, principalmente, en lo establecido por artículo 26° C.P. 
Según Abanto Vásquez Manuel, sus partidarios, este dispositivo legal establecería, 
expresamente, que el extraneus nunca puede responder penalmente por un delito que se 
fundamenta en una cualidad especial del autor, como sucede con los delitos especiales. 
Los cuales hace a cuatro críticas contundentes:  
 
Gomez Martin Victor señala que, los delitos especiales no son un tipo 
simplemente agravado de los delitos comunes, sino que son autónomos con un 
fundamento punitivo propio, como lo es la especial vulnerabilidad del bien jurídico 
respecto del intraneus. (p. 465). 
 
Abanto Vasquez Manuel refiere que en esta teoría se vulnera el principio de 
accesoriedad limitada de la participación delictiva. La teoría de la ruptura o 
individualizadora es inviable, ya que propone sancionar al partícipe por un delito que no 
ha sido cometido por el autor. Es decir, con esta teoría se quiere sancionar a una persona 
por su participación en un delito que nadie ha cometido. Debe quedar claro que sin autor 
del delito no hay partícipe del delito. En el ejemplo que poníamos anteriormente del 
peculado, no puede sancionarse al extraneus como partícipe del delito de hurto o 
apropiación ilícita, pues no hay autor de los mismos. El intraneus es autor del delito de 




Pariona Arana Raul dice que, en el artículo 26° del Código Penal regula la 
incomunicabilidad de circunstancias a efectos de fijar el marco penal para quienes 
intervienen en la comisión de un delito que contenga elementos personales En este 
sentido, este artículo no permite determinar bajo qué tipo penal responderá el partícipe 
extraneus en un delito especial. El artículo 26° no puede ser utilizado para determinar el 
tipo penal que se le aplicará al partícipe extraneus. Esto quedará detallado más adelante 
en el análisis de la teoría mixta. (p. 768). 
 
Abanto Vásquez Manuel, esta teoría genera un efecto político-criminal negativo, 
ya que en aquellos delitos especiales tradicionalmente denominados “propios”, la 
participación del extraneus sería siempre impune pues no habría un tipo penal común 
subyacente por el cual pudiera sancionársele (p. 6). 
 
1.7.3.7. Las teorías unitarias o de la unidad del título de la imputación 
             Villavicencio (p. 505), en la actualidad, esta es la teoría dominante en la 
doctrina penal peruana y Abanto dice que esta teoría es comparada. Según esta, el 
partícipe extraneus que interviene en un delito especial deberá ser sancionado como 
partícipe de ese delito especial. Esto es, tanto intraneus como extraneus responden por 
el mismo delito especial. Dentro de esta corriente de pensamiento se identifican, 
básicamente, dos teorías:  
 
1.7.3.8. La teoría de la infracción de deber 
           Roxin Clauss (p. 401-402), en todos los delitos especiales el intraneus sería autor 
del delito, pues habría infringido dolosamente su deber especial, mientras que los 
extraneus que colaboren con dicho incumplimiento serán partícipes del mismo. Aquí no 
interesa que el delito especial sea propio o impropio; el partícipe extraneus siempre 
responderá por el mismo delito que el autor. El máximo exponente de esta teoría es 
Roxin, quien sostiene que cuando el intraneus solo coopera o induce al extraneus en la 
comisión de un delito especial (caso del “instrumento doloso no cualificado”), no habría 
mayor problema en sancionar como autor mediato al intraneus y al extraneus como 
simple partícipe del mismo. Aquí, aunque el extraneus sea la persona que tiene el 
“dominio del hecho”, el intraneus es el autor del delito especial, pues este es el que 
infringe su deber especial. 
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1.7.3.9. La teoría de la vulnerabilidad del bien jurídico 
           Rueda (2001) sostiene que el extraneus será sancionado como partícipe de un 
delito especial, en tanto que él llega a tomar parte en un hecho más grave que un delito 
común, con el conocimiento, además, de que al funcionario extraneus le resultará más 
accesible el bien jurídico que se pretende vulnerar en esa estructura institucional (p. 
465). 
 
1.7.3.10. Teoría del Delito 
“Esta teoría se encarga de las características comunes que debe tener cualquier 
hecho para ser considerado delito, sea este en el caso concreto una estafa, un homicidio 
o una malversación de caudales públicos. Hay características que son comunes en todos 
los delitos y otras por las que se diferencian los tipos delictivo unos de otros, un 
asesinato no es otra cosa que una estafa o un hurto, cada uno de estos delitos presenta 
peculiaridades distintas y tiene asignadas, en principio, penas de distinta gravedad. El 
estudio de estas características comunes corresponde a la teoría del delito, el estudio de 
las concretas figuras delictivas”. (Conde, 2008). 
Muñoz (1984) indica que “La teoría genera del delito se ocupa las características 
comunes que debe tener cualquier hecho para ser considerado delito” (Pág. 1). La teoría 
del delito no estudia los elementos de cada uno de los tipos del hecho punible, sino que 
su estudio se basa en aquellos componentes del concepto del delito que son comunes a 
todo hecho punible. Los elementos generales del concepto de delito reunidos en su 
teoría general, posibilitan una jurisprudencia racional, objetiva e igualitaria de modo 
que contribuyen de forma esencial a garantizar la seguridad jurídica. 
1.7.4. Principios  
          1.7.4.1 Principio de legalidad  
          Reconocido en el artículo 2, inciso 24, literal “d” de la Constitución Política del 
Perú. 
 
En el libro de Nolasco y Ayala (2013) hace mención que el Tribunal 
Constitucional considera que el principio de legalidad penal se configura como un 
principio, pero también como un derecho subjetivo constitucional de todos los 
ciudadanos (p. 72).  
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El autor antes señalado hace mediante sentencia de fecha 29 de abril del 2005, 
recaída en el Exp. N° 01805-2005-PHC, que, el principio de legalidad penal se 
configura como un principio, pero también como un derecho subjetivo constitucional de 
todos los ciudadanos. Como principio constitucional, informa y limita los márgenes de 
actuación de los que dispone el Poder Legislativo al momento de determinar cuáles son 
las conductas prohibidas, así como sus respectivas sanciones, en tanto que, en su 
dimensión de derecho subjetivo constitucional, garantiza a toda persona sometida a un 
proceso o procedimiento sancionatorio que lo prohibido se encuentre previsto en una 
normal previa, estricta y escrita, y también que la sanción se encuentre contemplada 
previamente en una norma jurídica. 
  
 El principio de legalidad resulta relevante debido a que la incorporación a la que 
se hace mención en la Ley 30650 lo dota de una importancia tal, que se constituye como 
el eje central determinativo de los delitos que tienen carácter imprescriptible, al respecto 
debemos mencionar que el autor Reategui (2009) refiere que el principio de legalidad 
fue tomado originariamente de la Carta Magna de 1215 e iluminada bajo la Filosofía 
racionalista de su época: el iluminismo. Por tal motivo, ya en el Código Penal francés de 
1791 quedaron plenamente plasmados los principios revolucionarios de libertad, 
igualdad y fraternidad. (p. 15) 
 
Sigue señalando el autor que “Así, la idea básica del principio de legalidad reside 
en que el castigo criminal no depende de la arbitrariedad de los órganos de persecución 
penal ni tampoco de los tribunales, sino que debe estar fijado por el legislador 
legitimado democráticamente”. (p. 15)  
 
Así el principio de legalidad se basa en el adagio legal de extensa data conocido 
como nullum poena sine legue, es decir no hay pena sin ley, el cual contiene un 
principio básico y abstracto, que supone la creación de la norma que determina una 
sanción con carácter general, y si es de carácter general, cual es el parámetro legal que 
determina el carácter más grave. La norma establecida en la Ley 30650, no es ni clara ni 
determinativa, pues todo en la norma se basa en el principio de legalidad, el señalar que 
su condición grave está establecida por aquel principio, supone dejar libre un amplio 
espectro de arbitrariedad que debe ser eliminado del sistema legal.  
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1.7.4.2. Principio de Culpabilidad  
          Nolasco J. y Ayala E. hace referencia a la sentencia del 9 de agosto del 2006, 
Exp. N° 0003-2005-AI, Tribunal Constitucional, el cual hace mención que, constituye la 
justificación de la imposición de penas dentro del modelo represión que da sentido a 
nuestra legislación en materia penal y, consecuentemente, a la política de persecución 
criminal, en el marco del Estado constitucional. El principio de culpabilidad brinda la 
justificación de la imposición de penas cuando la realización de delitos sea reprobable a 
quien los cometió. La reprobabilidad del delito es un requisito para poder atribuir a 
alguien la responsabilidad penal de las consecuencias que el delito o la conducta dañosa 
ha generado.   
  
El Tribunal Constitucional ha establecido en la sentencia recaída en el Exp. 0010-
2002-AI/TC (fundamento 44 et passim) algunos de los alcances de este principio. Uno 
de ellos es el mandato de determinación legal del delito, por el cual éste debe ser 
claramente determinado por ley, de modo expreso e inequívoco (lex certa), evitando la 
promulgación de leyes que contemplen tipos penales con características poco definidas 
o abiertas, pudiendo existir un margen limitado de indeterminación como consecuencia 
de la propia naturaleza del lenguaje. -Tipificado previa y claramente el delito y 
cometido éste- el Estado se encuentra legitimado y limitado para sancionar únicamente 
la conducta en que consiste el delito y no otra circunstancia adicional; es decir, resultan 
susceptibles de sanción sólo aquellos comportamientos que se encuentran expresamente 
recogidos en el tipo penal. Así, el principio de legalidad penal restringe a la actuación 
del estado a la evaluación objetiva de la conducta, proscribiendo el análisis de cualquier 
otra conducta que no se halle expresamente plasmada en la normal penal. (Nolasco J. y 
Ayala E. 2013, p. 86). 
 
 El principio de culpabilidad es el más importante de los que se derivan del Estado 
de Derecho, porque su desconocimiento afecta la esencia misma del concepto de 
persona. Imputar un daño o un peligro para un bien jurídico, sin la previa constatación 
del vínculo subjetivo con el autor (o imponer una pena solo fundada en la causación) 
equivale a degradar al autor a una cosa causante.  
 
Zaffaroni (2002) refiere “La violación más grosera al principio de que cualquier 
resultado que no entre en una racional voluntad realizadora de un fin típico, o que no 
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pueda imputarse conforme a los requisitos de la tipicidad culposa, no puede ponerse a 
cargo del agente, se expresa en la máxima versanti in re illicita casus imputatur, que se 
puede enunciar como quien quiso la causa quiso el efecto o de otras maneras” (Pág. 
141). 
 
El principio de culpabilidad surge como un elemento limitativo a la actuación del 
Estado, pues sólo se sancionara al autor cuando se acredite que actuó con conocimiento 
u de manera negligente, por ende en los delitos contra la administración pública, el 
elemento vinculado a éste principio se basa en el conocimiento antelado que tiene el 
autor sobre su propia condición y la afectación que produce a su deber.   
 
1.7.4.4. Principio de ultima ratio  
Nolasco J. y Ayala E. (2013) El derecho penal no es el único medio de coacción 
estatal destinado a proteger bienes jurídicamente subsidiario del arsenal de medios 
coercitivos estatuidos por el ordenamiento jurídico porque constituye la ultima ratio en 
relación con los demás medios de control social. El procedimiento administrativo 
sancionador busca garantizar sólo el funcionamiento correcto de la Administración 
Pública, las sanciones disciplinarias tienen, en general, la finalidad de garantizar el 
respeto de las reglas de conducta establecidas para el buen orden y desempeño de las 
diversas instituciones colectivas y, como tal, suponen una relación jurídica específica y 
conciernen sólo a las personas implicadas en dicha relación y no a todas sin distinción, 
como acontece en general con las normas jurídicas penales; que las medidas 
disciplinarias constituyen la contrapatria de los deberes especiales a que están sometidos 
sus miembros y el Derecho administrativo sancionador no se rige por el principio de 
lesividad sino por criterios de afectación general, de suerte que la sanción administrativa 
no requiere la verificación de lesión o puesta en peligro de bienes jurídicos y 
generalmente opera como respuesta ante conductas formales o de simple desobediencia 
a reglas de ordenación, que, en cambio, el delito debe encerrar siempre un mayor 
contenido de injusto y de culpabilidad; que la lesividad o peligrosidad de la conducta y 
el menoscabo al bien jurídico son siempre de mayor entidad en el delito con relación a 
la infracción administrativa que supone la infracción penal ( p.104-105). 
 
En la actualidad el principio de ultima ratio se configura como una garantía frente 
al poder punitivo del Estado y constituye, por lo tanto, el fundamento de los 
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ordenamientos jurídico-penales de los Estados de Derecho. Este principio supone que el 
Derecho penal sólo debe intervenir en los casos de ataques muy graves a los bienes 
jurídicos más importantes. Siempre que existan otros medios diferentes al Derecho 
penal para la defensa de los derechos individuales, estos serán preferibles, porque son 
menos lesivos. Es la exigencia de economía social que debe haber en el Estado social, a 
través de la cuál se busca el mayor bien social con el menor costo social. Es el postulado 
de la "máxima utilidad posible" con el "mínimo sufrimiento necesario".  Este principio 
es subsidiario del principio de intervención mínima así como otro carácter como lo es el 
de fragmentariedad del Derecho penal. Juntos, representan una garantía de limitación 
del ius puniendi del Estado, que justifica esta intervención estatal sólo cuando resulte 
necesaria para el mantenimiento de su organización política en un sistema democrático.  
 
Así, la transposición de la barrera de lo estrictamente necesario configura 
autoritarismo y lesión a los principios democráticos del Estado. Por lo tanto, la última 
ratio forma parte de la herencia del liberalismo, y hasta hoy debe ser considerada como 
uno de los parámetros del legislador, para la elaboración y mantenimiento de un sistema 
penal justo y coherente con los fines del actual Estado social y democrático de Derecho. 
 
1.7.5.  Otros conceptos relacionados al tema investigado 
            1.7.5.1 Autor 
Salinas (2016). En su artículo de delitos contra la administración pública: la teoría 
de infracción de deber en la jurisprudencia peruana, señala que, en los delitos contra la 
administración pública no cualquier persona puede ser autor. Para ser autor de esta clase 
de delitos se necesita tener, tal como lo exige el tipo penal, la condición de funcionario 
o servidor público, e incluso en ciertos delitos además de tal condición, se necesita tener 
una relación funcional especial con el objeto del delito al interior de la administración 
pública. Si en un caso concreto la persona que ha cometido un acto, por ejemplo 
defraudatorio para el Estado, no tiene la condición de funcionario o servidor público, no 
podrá serle atribuido un delito contra la administración pública. De igual modo, si se 
exige la concurrencia de una relación funcional específica a cualquier funcionario o 
servidor público, no podrá serle atribuida la comisión del delito de que se trate, por 




Roxin (1997), en la teoría de los delitos de infracción de deber, el autor o figura 
central se concretiza en el criterio de la infracción del deber (p. 338). 
 
Abanto (20014), en la doctrina sostienen que solo es autor aquel que realiza por 
propia mano o por medio de otros todos los elementos objetivos y subjetivos que 
configuran el tipo penal, es decir, aquel que tiene el dominio del hecho (p. 378).  
 
         1.7.5.2. Sujeto activo calificado  
 Salinas (2016), comparte la opinión del autor Ángeles Rueda Martín, que señala 
lo siguiente; no cualquier persona puede constituirse en autor de los delitos contra la 
administración pública, el autor de estos delitos debe cumplir ciertas condiciones o 
cualidades especiales. Es por ello que la doctrina denomina a estos delitos como 
especiales. La autoría de estos tipos de delitos se basa en el ejercicio de una función 
específica, se determina en la relación entre un sujeto competente para su ejercicio y los 
bienes jurídicos involucrados en el ejercicio de aquella función (p. 8). 
 
Señala que para constituirse en autor de la mayoría de delitos contra la 
administración pública, el agente deber tener la condición especial de funcionario o 
servidor público, pero no en la medida del Derecho administrativo, sino conforme con el 
artículo 425 del Código Penal, el cual fue modificado por la Ley N° 30124 el 13 de 
diciembre del 2013 señalando lo siguiente:  
 
“Son funcionarios o servidores públicos: 
1. Los que están comprendidos en la carrera administrativa. 
 
2. Los que desempeñan cargos políticos o de confianza, incluso si emanan de 
elección popular. 
 
3. Todo aquel, independientemente del régimen laboral en que se encuentre, 
mantiene vínculo laboral o contractual de cualquier naturaleza con entidades u 
organismos del Estado, incluidas las empresas del Estados o sociedades de 
economía mixta comprendidas en la actividad empresarial del Estado, y que en 
virtud de ello ejerce funciones en dichas entidades u organismos. 
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4. Los administradores y depositarios de caudales embargados o depositados por 
autoridad competente, aunque pertenezcan a particulares. 
 
5. Los miembros de las Fuerzas Armadas y Policía Nacional. 
 
6. Los designados, elegidos o proclamados, por autoridad competente, para 
desempeñar actividades o funciones en nombre o al servicio del Estado o sus 
entidades.  
 
7. Los demás indicados por la Constitución Política y la ley”. 
 
1.7.5.3. Participación 
Salinas 2016), se encuentra ubicada en un nivel accesorio y dependiente de un 
hecho principal dominado por el autor o los coautores. Según aportes del partícipe, se 
divide en primaria y secundaria. La primaria se configura cuando el partícipe 
dolosamente presta auxilio para la realización del hecho punible por parte de autor, sin 
el cual no se hubiese realizado. Sin la participación del partícipe no se hubiese realizado 
el delito y la secundaria se configura cuando el partícipe de cualquier otro modo, sin ser 
sustancial, hubiese dolosamente prestado asistencia al autor de delitos. Es secundaria 
cuando la participación se hubiese llevado acabo con o sin la intervención del partícipe 
igual el delito se hubiese cometido. (p. 14) 
 
1.7.5.4. Imputabilidad        
La imputabilidad o capacidad de culpabilidad consiste en la capacidad individual 
de comprensión de la ilicitud de los hechos y de actuar conforme a esta comprensión. 
(Arzamendi, 2002). 
 
Es una condición necesaria de la culpa, no de la responsabilidad, puesto que en el 
Código se regulan formas de responsabilidad que presiden de la imputabilidad del 
sujeto. En este sentido la inimputabilidad no tiene razón de ser en un sistema de 
responsabilidad objetiva, sino que constituye un requisito de la responsabilidad 
subjetiva, un requisito de la culpabilidad, que mide la aptitud del responsable para sufrir 
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una sanción y que ante las nuevas tendencias objetivadoras sufre la amenaza de 
desaparecer. (Cristina López Sánchez, 2007) 
 
1.7.5.5. Culpabilidad        
         Sostiene que viene hacer, la conciencia de la antijuridicidad de la conducta, es 
decir supone la irreprochabilidad del hecho ya calificado como típico y antijurídico, 
fundada en el desacato del autor frente al Derecho por medio de su conducta, mediante 
la cual menoscaba la confianza general en la vigencia de las normas. El problema de la 
culpabilidad es central en el Derecho penal, por cuanto determina finalmente la 
posibilidad de ejercicio del iuspuniendi.(Gomez, 2014). 
 
1.7.5.6. Funcionario público 
    Abanto (2001) Al definir al funcionario público en el marco de los delitos de 
corrupción debe tomarse en consideración la autonomía del término en el ámbito penal. 
El contenido del concepto de funcionario público ha tenido un trato diferente según el 
área del Derecho que lo regula. Por ejemplo, en Derecho Administrativo se utiliza un 
concepto formal y restringido de este término, según lo dispuesto por el artículo 40° de 
la Constitución y del artículo 2° de la Ley de Bases de la Carrera Administrativa. Estas 
normas establecen una definición negativa de funcionario público es decir, por 
exclusión (p. 29). 
 
Salinas (20016), el funcionario público es una persona natural o física con poder 
de decisión que presta servicios o trabaja para el Estado. Su poder de decisión y de 
representación, en forma expresa, determina o ejecuta la voluntad estatal a través del 
desarrollo de actos de naturaleza diversa, siempre haciendo el bien común, ya que es su 
finalidad (p. 12). 
 
1.7.5.7. Servidor público  
    Reina (2013), es aquella persona natural que presta sus servicios al Estado, pero 
sin poder de decisión. Es trabajador estatal sin mando que brinda al Estado sus 
conocimientos técnicos y profesionales en tareas o misiones de integración o 
facilitación de la que realizan los funcionarios públicos en el cumplimiento del objetivo 
54 
 
de la administración pública; lograr el bien común. El servidor o empleado público 
siempre está en una relación de subordinación frente a los funcionarios (p. 73). 
 
Salinas (2016), su misión consiste en realizar diariamente las tareas que le 
designan, cumpliendo órdenes que le tramiten sus superiores que son los funcionarios 
públicos, o cumpliendo funciones previamente establecidas en el manual de funciones 
que exista en toda dependencia del Estado (p. 13). 
                                                                                                                                                                                                                                                                    
1.7.5.8. Tipos de corrupción  
El Grupo Temático de Política Anticorrupción y Ética Judicial (2003) hace 
mención a las siguientes clases de corrupción: 
 
1.7.5.9. Por su naturaleza 
  Corrupción política: Se puede ver en las altas esferas de decisión e involucran a 
los funcionarios públicos que ejercen funciones de poder político (congresistas, 
ministros, presidentes y otros). 
 
Corrupción Burocrática o administrativa: afecta los niveles intermedios y 
vahos de los organismos públicos. En este aspecto, ya no involucran funcionarios con 
capacidad de decisión sino funcionarios encargados de la ejecución de las normas y del 
trato con los ciudadanos. 
 
1.7.5.10. Por su grado de desarrollo 
    Corrupción individual o directa: Se produce cuando los actos de corrupción y 
sus actores pueden ser identificados de forma clara. El actor opera directamente sin la 
intervención de una red de corrupción. El ejemplo más claro de esto es la corrupción en 
las coimas, a los policías de tránsito. 
Corrupción sistémica o institucionalizada: Se caracteriza por estar generalizada 
y se manifiesta en múltiples esferas a través de redes de corrupción. De esta manera, es 
difícil determinar a todos los agentes que intervienen. Este tipo de corrupción dispersa 
fácilmente y provoca la ausencia de valores, lo que vuelve confusa la diferencia entre lo 




1.7.5.11. Técnicas de corrupción 
El Consejo Transitorio del Poder Judicial. (2001) Teniendo en cuenta las 
principales técnicas de corrupción de acuerdo a las “especialidades” de los actores ya 
mencionadas, procede enumerar brevemente las técnicas de corrupción más usuales en 
el sistema de justicia peruano: 
• “Coimas”. 
• Lobbies. 
• Redes ilícitas. 
• Acciones de “copamiento”. 
• Redes de información. 
• Estilos de prevalimiento; magistrados que aprovechan de su condición para 
extorsionar a otros operadores de justicia y a las partes del proceso. 
• Intercambio de favores. 
• Elaboración de borradores de dictámenes y resoluciones judiciales por parte de los 
abogados defensores. 
• Vulnerabilidad en la situación laboral de los operadores de justicia 
(provisionalidad de los cargos, elecciones basadas en criterios subjetivos, 
discrecionalidad de los presidentes de las cortes judiciales para integrar salas y 
elegir magistrados suplentes, promociones no fundamentadas en la OCMA). 
• Manejo arbitrario de la asignación de expedientes. 
• Nepotismo. 
 
DETERMINACIÓN DE LA PENA 
 
Un tema importante para la presente investigación es establecer en razón de que 
criterios y bajo que fundamentos el legislador toma decisiones especiales que 
configuran la pena en los delitos, pues de ese modo estableceremos que condición 
convierte a un delito más grave que otro. 
 
1. El ius puniendi como fundamento del derecho del Estado a penar 
  El significado político de penar, resulta distinto al sentido formalista del derecho 
penal (objetivo) que se patentiza a través de su formulación normativa del cual depende 
su legitimidad formal. Al Estado se le legitima intervenir en la esfera de libertad de los 
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ciudadanos, por medio de las normas de control, reguladoras de diversas formas de 
interrelación social. 
 
Conforme lo anotado, las normas jurídico-penales se orientan a controlar donar, 
aquellos ataques más graves que se producen a los bienes, aquellos declarados como 
insoportables por la sociedad, en sometimiento a los principios de subsidiariedad y de 
ultima ratio. 
 
La doctrina se refiere entonces, al ius puniendi, al Derecho Penal, empero, la 
justificación del Derecho penal se desdobla desde otra perspectiva ajena a su 
legitimación formal, derivada concretamente del principio de legalidad, la cual viene 
informada por el derecho a penar, en virtud de los fundamentos que legitiman al Estado 
a imponer penas al ciudadano en una comunidad de gentes, dado que el ius puniendi es 
el fundamento por el cual el Estado impone penas. 
 
Roxin (2002) indica la pena significa la privación de un derecho fundamental que 
es la “libertad personal”, entonces su uso e imposición necesita de límites, pues en la 
práctica estamos frente a un mal que no puede ser impuesto sin justificación y menos 
sin legitimación, puede verse que la imposición de una pena privativa de libertad es la 
más grave intervención en la libertad de la persona que el ordenamiento jurídico 
autoriza al Estado, intervención que se proyecta incluso más allá del tiempo de 
privación de libertad, sobre todo la vida posterior del condenado. (Pág. 20). 
 
El Derecho penal no se reduce a ofrecer respuestas jurídicas como reacción ante la 
conflictividad social producida por el delito, sino que es una configuración más 
sustantiva delimitada objetivamente en el Código Penal. 
 
           El principio de proporcionalidad y la determinación de la pena 
 Maurach (1994) señala que este principio también se conoce como prohibición en 
exceso, que consiste en la búsqueda de un equilibrio entre el poder penal del Estado, la 
sociedad y el imputado. Constituye un principio básico respecto de toda intervención 





Al imponer la sanción penal, es preciso evaluar los factores tales como la 
gravedad del comportamiento o la percepción social relativa a la adecuación entre el 
delito y la pena, conforme se expresa en el artículo cuarenta y seis inciso uno, cinco y 
once del Código Penal, además la extensión del daño o peligro causado, debiendo darse 
mayor énfasis al principio de proporcionalidad de la pena previsto en el artículo octavo 
del Título Preliminar Código Penal que implica la correspondencia que debe existir 
entre la acción y el daño ocasionado al bien jurídico tutelado, pena que no puede 
sobrepasar la responsabilidad por el hecho. 
 
La ejecutoria superior del 9 de Julio de 1996 emitida en el expediente 938-95- 
Junín señala que: “El principio rector del derecho penal peruano conocido como el 
principio de proporcionalidad, en sentido estríelo requiere de un juicio de ponderación 
entre la carga de privación a restricción de derechos que comporta la pena y el fin 
perseguido con la incriminación y con una pena aplicada”.  
 
Las exigencias que plantea la determinación de pena no se agotan en el principio 
de culpabilidad, ya que no sólo es preciso que se pueda culpar al autor del hecho que se 
imputa y constituye el objeto de represión penal, sino que además la gravedad de esta 
debe ser proporcional a la del delito cometido; ello, a su vez implica el reconocimiento 
de que la gravedad de la pena debe estar determinada por la trascendencia social de los 
hechos que con ella reprimen, de allí que resulte imprescindible la valoración de la 
nocividad social del ataque al bien jurídico protegido cuya condición es la que 
determina su gravedad. 
 
El principio de proporcionalidad es aquel que determina la pena en atención a la 
gravedad del hecho, por ende, mientras más lesivo sea para la víctima y la sociedad la 
conducta antijurídica, el principio de proporcionalidad dotará al legislador de las 
herramientas necesarias para establecer un extremo mínimo y un máximo en función de 






II. MATERIALES Y MÉTODOS 
   2.1. Tipo y diseño de la investigación 
Es un tipo de investigación descriptiva porque voy analizar los delitos 
imprescriptibles más graves contra la administración pública, identificar la 
imprescriptibilidad de los delitos contra la Administración Pública, revisar el artículo 41 
de la Constitución Política del Perú y establecer los delitos más graves contra la 
administración pública en la figura de la imprescriptibilidad. Según Hernández, 
Fernández y Baptista (2010), busca especificar las propiedades las características y los 
perfiles de personas grupos comunidades procesos objeto o cualquier otro fenómeno 
que se someta a un análisis y el diseño de investigación es no experimental dado que se 
va a determinar de que manera se puede determinar cuáles son los delitos 
imprescriptibles más graves en la administración pública, esto ayudará a solucionar los 
vacíos legales que existe en el Perú respecto a la corrupción de funcionarios o 
servidores públicos. Y según Hernandez, Fernandez, Baptista (2010), puede definirse 
como la investigación que se realiza sin manipular deliberadamente variables. Es decir, 
se trata de estudios donde no hacemos variar en forma intencional las variables 
independientes para verse efectos en sobre otras variable (p. 153).    
   2.2. Métodos de investigación 
El método en la presente investigación es descriptivo porque busca especificar las 
propiedades las características y los perfiles de personas grupos comunidades procesos 
objeto o cualquier otro fenómeno que se someta a un análisis. Es decir, únicamente 
pretende medir o recoger información de manera independiente o conjunta sobre los 
conjuntos o las variables a las que se refiere. Hernandez, fernandez y baptista (2010). 
 
     2.3. Población y muestra  
Población 
Está determinada por los fiscales provinciales, adjuntos y asistentes de la fiscalía 






Se aplicaron encuestas al personal del primer y cuarto despacho de la fiscalía 
especializada en delitos de corrupción de funcionarios de Chiclayo. 
 















Técnica e instrumento  















Constitución Política del Perú 
 















Código Penal Peruano 
 
Art. 384 del Código Penal 
 
Art. 387 del Código Penal 
 
Art. 393 del Código Penal 
 











Ley N° 30650 
 













    2.5. Técnicas e instrumentos de recolección de información  
  En la presente investigación se utilizó la técnica de la encuesta a través de la cual 
se ha recaudado información por medio de la formulación de un conjunto de preguntas a 
una muestra determinada, lo cual nos ha permitido comprobar y descubrir la certeza o 
negativa de la hipótesis planteada en la investigación. Según Yuni y Urbano (2006) La 
encuesta es estructurada por el investigador con la finalidad de buscar respuestas a la 
realidad estudiada y se utilizó el instrumento de cuestionario ya que, es un conjunto de 
preguntas que se confecciona para obtener información con algún objetivo en concreto. 
Existen numerosos estilos y formatos de cuestionarios.  
 
Según Ramos (2005) El cuestionario es un documento formado por un conjunto 
de preguntas que deben estar redactadas de forma coherente, y organizadas, 
secuenciadas y estructuradas de acuerdo con una determinada planificación, con el fin 























¿Conoce la ley de imprescriptibilidad de los delitos 
contra la administración pública?  
a)si
b)no
Figura 1: De acuerdo a los datos obtenidos se puede establecer que, el 100% de 
 lapoblación conoce sobre la ley de imprescriptibilidad de los delitos contra la 
 administración pública. 
III. RESULTADOS 
3.1. Resultados en tablas y/ figuras  
Alternativa cantidad porcentaje 
a) si 24 100% 
b)no 0 0% 
Total 24 100% 
 
 








¿Está de acuerdo con la imprescriptibilidad para los 





Figura 2: De acuerdo a los datos obtenidos se puede establecer que, el 58%  
está totalmente de acuerdo con la imprescriptibilidad para los delitos más graves contra  
la administración pública y el 48% está de acuerdo. 




Alternativa cantidad porcentaje 
a)de acuerdo 10 42% 
b)totalmente de acuerdo 14 58% 
c)desacuerdo 0 0% 
d)totalmente en desacuerdo 0 0% 





























Alternativa Cantidad porcentaje 
a)si 18 75% 
b)no 6 25% 














¿Cree que la imprescriptibilidad ayudará a combatir la 
corrupción contra la administración pública?  
a)si
b)no
Figura 3: En los datos obtenido se puede establecer que, el 75 % cree que la 
imprescriptibilidad ayudará a combatir la corrupción contra la administración 






¿Cree que la modificación del artículo 41 de la 




En la figura 4: De acuerdo a los datos obtenidos se puede establecer que, el 
96% de la población cree que la modificación del artículo 41 de la Constitución 
Política del Perú no está bien planteada y el 4 % cree lo contrario. 
Tabla N 4: Modificación del artículo 41 de la Constitución Política del Perú  
 
 
Alternativa cantidad porcentaje 
a)si 1 4% 
b)no 23 96% 
























Fuente: Propia de la autora  
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Tabla N 6: Especificar en la ley de imprescriptibilidad cuales serían los delitos más 
graves 
 
alternativa cantidad porcentaje 
a)si 24 100.0% 
b)no 0 0.0% 
total 24 100.0% 
 
 









¿Cree que se debería especificar en la ley de 




Figura 6: De acuerdo a los datos obtenidos se puede observar que, el 100% de la 
 población cree que se debería especificar en la ley de imprescriptibilidad a que  






¿Cree que todos los delitos contra la   administración 
pública deberían ser imprescriptibles?  
a)si
b)no
Figura 7: De acuerdo a los datos obtenidos se puede establecer que, el 79% de 
la población cree que no todos los delitos contra la administración pública  
deberían ser imprescriptibles y el 21% cree que todos deberían ser  
imprescriptibles.  
 




alternativa cantidad porcentaje 
a)si 5 21% 
b)no 19 79% 


































Figura 8: De acuerdo a los datos obtenidos se puede establecer que, el 92% de 
la población no conoce cuales son los delitos más graves en la ley de  
imprescriptibilidad y sólo el 8% dice que si conoce. 
Tabla N 8: Delitos más graves en la ley de imprescriptibilidad  
 
Alternativa cantidad porcentaje 
a)si 2 8% 
b)no 22 92% 




































Figura 9: De acuerdo a los datos obtenidos se puedes establecer que, el 100%  
de la población si conoce los delitos contra la administración pública. 
 
Tabla N 9: Conoce los delitos contra la administración pública  
 
Alternativa cantidad porcentaje 
a)si 24 100.0% 
b)no 0 0.0% 



























¿Cree que todos los que cometen delitos contra la administración 
pública deberían ser sancionado de la misma manera? 
a)si
b)no
En la tabla N10 y el gráfico N10 se observa que, el 58% de la población cree que todos los  
que cometen delitos contra la administración pública deberían ser sancionados de la misma 
manera mientras que el 42% piensa lo contrario. 
Tabla N 10: Los que cometen delitos contra la administración pública deberían ser 
sancionados de la misma manera. 
 
alternativa cantidad porcentaje 
a)si 14 58% 
b)no 10 42% 
total 24 100% 
 
 










La corrupción contra la administración pública cada día es más notoria y va 
aumentando es así que, con relación a lo apuntado, el autor Vigil (2012) en su 
investigación referente al problema de la inconsistencia normativa en la lucha contra la 
corrupción administrativa en el Perú llegó a la conclusión que la falta de interiorización 
de los conceptos vinculados al control gubernamental, genera errores de percepción y 
aplicación de las normas por parte de los operadores principales en la lucha contra la 
corrupción, debilitando cada vez más la capacidad fiscalizadora de los titulares de las 
entidades y el personal que las conforman; asimismo señala que, la corrupción 
administrativa no es un problema de normas, es un problema de actitud personal y por 
lo tanto es indispensable no sólo fomentar principios de ética, transparencia, probidad, 
entre otros, al interior de las instituciones de la administración pública, sino también, 
sensibilizar a la ciudadanía que es la directa destinataria de la actuación del Estado y 
que cualquier norma que pretenda constituirse en herramienta de la lucha contra la 
corrupción, la cual debe tener dos matices, la preeminencia de la ética y la transparencia 
en la gestión pública y de otro lado un efecto desincentivador respecto a la 
materialización de actos corruptos. 
Es por ello que el congreso aprobó la ley de imprescriptibilidad de los delitos 
contra la administración pública. 
La modificación del artículo 41 de la CPP fue publicado el 20 de agosto del 2017, 
y es por ello que en la encuesta realizada a los fiscales provinciales y adjuntos como 
podemos observar en la tabla N4 y figura N4 se describe que, el 96% de la población 
cree que la modificación del artículo 41 de la Constitución Política del Perú está bien 
planteada y por 4 % cree lo contrario.  
 
Respecto a la encuesta realizada a los fiscales provinciales y adjuntos se puede observar 
en la tabla N9 y figura N9 que, el 100% de la población si conoce los delitos contra la 
administración pública y en la tabla N8 y en el figura N8 se observa que, el 92% de la 
población no conoce cuales son los delitos más graves en la ley de imprescriptibilidad y 
sólo el 8% dice que si conoce, ya que en la ley no especifican cuales serían los delitos 






5.1. Los delitos contra la administración pública dentro de su propio contexto, como 
ocurre con la mayoría de los delitos que forman parte de un capítulo dentro del catálogo 
penal, tienen diferentes quantums de penas básicas, verificándose que aquellos que 
resultan más lesivos al bien jurídico protegido tienen extremos de pena más altos, por 
ende, los criterios objetivos que delimitan que delitos contra la administración pública 
sean más graves está vinculado precisamente a aquellos cuyas penas son más altas. 
 
5.2. El concepto de imprescriptibilidad supone una liberación a la limitación de la 
acción punitiva del Estado predeterminada por el tiempo, pues al declararse la 
imprescriptibilidad, el Estado puede, en cualquier momento investigar supuestos de 
hechos vinculados a delitos contra la administración pública más graves, advirtiendo 
ello, el trabajo de campo aplicado nos ha permitido establecer que los fiscales adjuntos 
y provinciales, si conocen la ley de imprescriptibilidad de los delitos contra la 
administración pública y el 58% están de acuerdo con la ley pero aclaran que existen 
vacíos legales ya que, no se especifica con claridad cuáles son los delitos más graves, 
entendiendo que el carácter imprescriptible ha sido una respuesta al contexto social 
imperante, dado que la corrupción, que es el principal frente que ha motivado dotar una 
faz de imprescriptibilidad es la principal razón que originó la modificatoria producida al 
artículo 41 de la Constitución Política del Estado. 
 
5.3. La modificación incorporada por la Ley 30650 al artículo 41 de la Constitución 
Política del Perú en su cuarto párrafo en la parte infine no hace referencia que delitos 
son los más graves, siendo que el 96% de los encuestados cree que la modificación del 
artículo de la Constitución Política del Perú no está bien planteada ya que no se 
especifica cuáles serían los delitos más graves, pues la denominación que nos remite al 
principio de legalidad supone que aquellos más lesivos por su dosis de gravedad son los 
imprescriptibles.  
 
5.4. La modificatoria del artículo 41 de la Constitución Política del Perú resulta 
necesario debido a que al indicar que la gravedad viene ligada al principio de legalidad 
supone dejar a la libre determinación del operador establecer cuales son los delitos que 
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son más graves y por ende con carácter imprescriptible, lo cual se evitaría si el criterio 
para establecer aquel carácter va ligado al quantum de la pena.  
 
5.6. Urge establecer parámetros que delimiten, por lo menos a nivel jurisprudencial,  
cuales son aquellos supuestos de hecho que afectan la administración pública, a ser 
considerados como delitos imprescriptibles.  
 
5.7. La corrupción es un hecho social generalizado, que debe ser erradicado desde la 
concientización a nivel educativo, pues se ha convertido en un supuesto que a simple 
percepción de la ciudadanía se ha vuelto incluso permisivo, dado que no es ajeno 
escuchar frases como “que robe pero que haga obras”, y ello se debe a que la sociedad 
percibe a la corrupción como un mal necesario, cuando es todo lo contrario, el 
funcionario o servidor público no ejerce funciones particulares sino públicas en pos de 
darle fluidez a la actividad administrativa del Estado, y es la ciudadanía, el usuario, el 
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CUESTIONARIO: IMPRESCRIPTIBILIDAD DE LA ACCIÓN PENAL EN LOS 
DELITOS MÁS GRAVES CONTRA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA – 2017. 
 
I. PRESENTACIÓN 
El presente trabajo de investigación, cuyo objetivo es: Analizar los delitos 
imprescriptibles más graves contra la administración pública – 2017. Se le pide su 
participación, respondiendo el siguiente cuestionario. Agradeciendo su colaboración y 
le recordamos que la información es anónima y confidencial. 
 
II. INSTRUCCIONES  
A continuación se ha planteado una serie de preguntas, las cuales deben ser leídas 
cuidadosamente y responder marcando la alternativa que crea conveniente.  
 
III. DATOS GENERALES  
 ¿Qué edad tiene? 
a) Aproximadamente 25 
b) Aproximadamente 35 
c) Aproximadamente 45 
d) Aproximadamente 50 a más. 
 
IV. PREGUNTAS 
1.- ¿Conoce la ley de imprescriptibilidad de los delitos contra la administración pública?     
a) Si                                      b) No    
                             
2.- ¿Está de acuerdo con la imprescriptibilidad para los delitos más grave contra la 
administración pública?  
a) De acuerdo 
b) Totalmente de acuerdo 
c) Desacuerdo 




3.- ¿Cree que la imprescriptibilidad ayudará a combatir la corrupción contra la 
administración pública?  
a) Si                                  b) No  
 
4.- ¿Cree que la modificación del artículo 41 de la constitución política del Perú está 
bien planteada?  
a) Si                                   b) no 
 
5.- ¿Cree que sólo los delitos más graves deberían ser imprescriptibles?  
a) Si                                  b) No 
 
6.- ¿Cree que se debería especificar en la ley de imprescriptibilidad cuales serían los 
delitos más graves?  
a).- Si                              b) No 
 
7.- ¿Cree que todos los delitos contra la administración pública deberían ser 
imprescriptibles?  
a).- Si                                b) No 
 
 
8.- ¿Conoce cuáles son los delitos más graves en la ley de imprescriptibilidad?  
a).- Si                                b) No 
  
9.- ¿Conoce cuáles son los delitos contra la administración pública?  
a) Si                                b) No 
 
10.- ¿Cree que todos los que cometen delitos contra la administración pública deberían 
ser sancionado de la misma manera?  







LEY Nº 30650 




EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA  
  
 POR CUANTO:  
  
 EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA;  
  
 Ha dado la siguiente Ley de Reforma Constitucional:  
   
 Artículo único. Modificación del artículo 41 de la Constitución Política del Perú  
Modifícase el cuarto párrafo del artículo 41 de la Constitución Política del Perú, 
conforme al texto siguiente:  
  
 “Artículo 41.- Los funcionarios y servidores públicos que señala la ley o que 
administran o manejan fondos del Estado o de organismos sostenidos por éste deben 
hacer declaración jurada de bienes y rentas al tomar posesión de sus cargos, durante su 
ejercicio y al cesar en los mismos. La respectiva publicación se realiza en el diario 
oficial en la forma y condiciones que señala la ley.  
  
 Cuando se presume enriquecimiento ilícito, el Fiscal de la Nación, por denuncia de 
terceros o de oficio, formula cargos ante el Poder Judicial.  
  
 La ley establece la responsabilidad de los funcionarios y servidores públicos, así como 
el plazo de su inhabilitación para la función pública.  
  
 El plazo de prescripción de la acción penal se duplica en caso de los delitos cometidos 
contra la Administración Pública o el patrimonio del Estado, tanto para los funcionarios 
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o servidores públicos como para los particulares. La acción penal es imprescriptible en 
los supuestos más graves, conforme al principio de legalidad”.  
  
  Comuníquese al señor Presidente de la República para su promulgación.  
  
  En Lima, a los diecisiete días del mes de agosto de dos mil diecisiete.  
  
  LUIS GALARRETA VELARDE  
  Presidente del Congreso de la República  
  
  MARIO MANTILLA MEDINA  
  Primer Vicepresidente del Congreso de la República  
  
  AL SEÑOR PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA  
  
  POR TANTO:  
  
  Mando se publique y cumpla.  
  
 Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los diecinueve días del mes de agosto del año 
dos mil diecisiete.  
  
  PEDRO PABLO KUCZYNSKI GODARD  
  Presidente de la República  
  
  FERNANDO ZAVALA LOMBARDI  
 Presidente del Consejo de Ministros  
 
 
 
 
 
 
 
 
